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1. 	Consideraciones generales 

La posibilidad de exigir responsabilidad a los gobernantes y autoridades estatales 
por los actos realizados en el ejercicio de su cargo o gestión, es una forma de refor-
zar los mecanismos de limitación y control del poder que prevé la Constitución 
y de efectivizar la sanción ante el abuso o arbitrariedad en el desempeño de sus 
funciones. Esta exigencia de responsabilidad, sea en el ámbito político, penal o 
constitucional, contribuye al afianzamiento del Estado de derecho, la vigencia de 
la Constitución y del régimen democrático. Es por ello que tanto en los regímenes 
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políticos de tipo parlamentario o presidencial se contemplan, aunque de distinta 
manera, la responsabilidad de los gobernantes y altas autoridades, así como los 
procedimientos para hacerla efectiva. 

El impeachment británico suele señalarse, en el Derecho Constitucional Compara-
do, como el antecedente más importante entre los procedimientos para la impu-
tación y exigencia de responsabilidad a las altas autoridades gubernamentales por 
los actos realizados en el ejercicio de su cargo. Su surgimiento se dio en tiempos 
donde aún el monarca era la máxima autoridad y carecía de toda responsabilidad, 
dirigiéndose entonces contra la actuación de los altos funcionarios del reino. 

Si bien en sus orígenes no se distinguía con nitidez la procedencia del impeach-
ment respecto a delitos (responsabilidad penal) o a actos políticos propios de la 
gestión, paulatinamente se configuró como un mecanismo de control y sanción 
a aplicar por actos delictivos o de infracciones de la Constitución cometidas en 
el ejercicio de la función o cargo. La finalidad del impeachment era lograr que el 
parlamento pueda disponer la destitución del alto funcionario y su inhabilitación 
para el desempeño de la función pública. 

Aunque el impeachment subsiste actualmente en el régimen británico, desde la 
consolidación del régimen parlamentario y del establecimiento de la responsabili-
dad política del Gobierno frente al Parlamento, exigible mediante el voto de cen-
sura o la negación de confianza, dicha institución ha perdido bastante relevancia 
y aplicación. En el régimen presidencial de los Estados Unidos de Norteamérica, 
en cambio, la opción por una rígida separación de poderes entre el Presidente y 
el Congreso (Poderes Ejecutivo y Legislativo) y la ausencia de responsabilidad 
política del Presidente, y de los propios Secretarios, que son una especie de mi-
nistros, ha hecho importante el impeachment como mecanismo de exigencia de 
responsabilidad a los gobernantes y autoridades, aplicada fundamentalmente en 
casos de conducta penal o criminal.

En el caso latinoamericano, las nuevas repúblicas, tras obtener su independencia 
de la dominación colonial, adoptaron como forma de gobierno el régimen presi-
dencial, de inspiración norteamericana, donde el Presidente de la República ejerce 
simultáneamente las funciones de Jefe de Estado y Jefe de Gobierno, careciendo 
de responsabilidad política ante el Congreso. El Juicio de Residencia, aplicable al 
Virrey y otras altas autoridades durante la etapa colonial española, también fue 
mantenido algún tiempo en algunos Estados latinoamericanos. La institución del 
impeachment, adoptada mayormente con la denominación de «Juicio Político» 
aparece presente en muchos ordenamientos constitucionales latinoamericanos, 
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siendo aplicable al Presidente de la República y a determinados altos funcionarios 
(ministros, parlamentarios, magistrados de altos tribunales, etcétera) por los actos 
delictivos o infracciones constitucionales cometidos en el desempeño del cargo, 
con miras a lograr su destitución o la inhabilitación (temporal o definitiva) para 
el desempeño de funciones o cargos públicos. 

No obstante, en algunos Estados latinoamericanos de corte presidencial, como 
Perú, Colombia, Argentina, Costa Rica, Bolivia, Uruguay, Paraguay y Venezuela; 
paulatinamente se han ido configurando regímenes políticos «híbridos» o «mix-
tos», al adoptarse la figura de la responsabilidad política de los ministros ante el 
Congreso (institución típicamente parlamentaria), como respuesta a la inexisten-
cia de responsabilidad política del Presidente de la República. De este modo, en 
dichos regímenes coexisten tanto el Juicio Político para el Presidente y determi-
nados altos funcionarios gubernamentales y públicos, como la responsabilidad 
política de los ministros ante el Congreso, exigible mediante el voto de censura o 
la negación de confianza.

Puede señalarse que, en general, en Latinoamérica se ha adoptado el denominado 
Juicio Político recogiendo elementos propios del impeachment, que está referido 
a la acusación ante el Congreso al Presidente y altas autoridades estatales por los 
delitos y graves infracciones a la Constitución cometidos en el ejercicio de la 
función pública. Solo en el caso de la Argentina, tras la reforma constitucional de 
1994, se alude además (aunque de manera ambigua o abierta) a una responsabili-
dad por «mal desempeño del cargo». La finalidad de este Juicio Político es someter 
ante el Congreso al Presidente o altos funcionarios, a quienes se imputa alguna 
responsabilidad penal o constitucional derivada de los actos propios del ejercicio 
del cargo, para que el parlamento determine si existe mérito para la acusación e 
imponga, de ser aprobada, la sanción de destitución y la inhabilitación para el 
ejercicio de toda función pública o cargo de elección popular. 

2.	 El Antejuicio o Juicio Político en las constituciones peruanas 

2.1.	El antecedente colonial: El Juicio de Residencia 

En el Perú, los primeros antecedentes de un procedimiento especial para la exi-
gencia de responsabilidad al gobernante y a las altas autoridades, datan de la 
etapa colonial; nos referimos al Juicio de Residencia, un procedimiento de origen 
hispánico por medio del cual, según comenta Javier Valle-Riestra (2004: 130), 
el funcionario que cesaba en su cargo debía responder, de oficio o por acción 
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popular, por la gestión y conducta desplegada. Era aplicable incluso al Virrey, la 
máxima autoridad política colonial. 

Agrega el propio Valle-Riestra que la residencia se decretaba siempre de un modo 
automático, «sin indicar sospecha o recelo alguno hacia el funcionario que la 
sufre» (p. 131); por ello su instauración no hacía suponer afectación al honor o 
al prestigio del ex funcionario objeto de residencia. Cuando un Virrey concluía 
su período de gobierno, el Presidente de la Audiencia invitaba a los quejosos, «de 
cualquier estado, calidad y condición que fuesen», a comparecer y presentar sus 
demandas contra el Virrey cesante, sus asesores, secretarios y criados; si es que 
consideraban haber sido víctimas de «agravio, perjuicios, injusticias y sinrazones» 
(p. 131). El juez redactaba el interrogatorio, que versaba sobre asuntos de manejo 
económico, protección de indígenas y cuestiones de moralidad pública y privada. 
Tras los cargos presentados y probados, los descargos del residenciado o su pro-
curador, el juez precedía a dictar sentencia. Las penas que se podían imponer en 
un Juicio de Residencia eran las de multa, inhabilitación temporal o perpetua, y 
destierro. La finalidad del Juicio de Residencia era hacer responsable al funciona-
rio o ex funcionario, de modo que el juez debía limitarse a declarar si el enjuiciado 
obró bien o mal, revocar las disposiciones equivocadas o injustas (p. 134).

Lamentablemente, como anota Valle-Riestra, el inmenso poder que había osten-
tado el Virrey o algunas altas autoridades, «provocaba en el pueblo temor reve-
rencial, que veía en el Virrey la imagen misma del monarca. Este temor subsistía 
después del período de gobierno, provocando auto represiones y silencios que 
condenaban a la impunidad muchos atropellos oficiales de virreyes sospechosos 
tanto por su vida privada como por su honestidad económica. Realmente se hacía 
difícil para un cortesano colonial acusar a quien hasta la víspera había sido repre-
sentante del Príncipe» (pp. 136-137). 

2.2.	Las primeras constituciones 

Jorge Basadre señala que, tras la independencia, la ideología liberal que inspira-
ba la nueva república tuvo una orientación antiespañola y quiso acabar con el 
pasado colonial, por lo que se proscribió el Juicio de Residencia junto con otras 
instituciones de filiación hispánica. Además el caudillaje, que no toleraba con-
troles legales, también influyó en la desaparición de esta institución.� En 1821, 
luego de declarada la independencia, se promulgó el Estatuto Provisional, cuyo 
artículo segundo decretaba que los ministros, «bajo su responsabilidad y única 

�	 Citado por Valle-Riestra 2004. p. 138.
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firma, expedirían las comunicaciones oficiales a nombre del Protector.» Aunque 
introducía el refrendo para las órdenes y los reglamentos que diese el Protector 
para la reforma de la administración, no establecía responsabilidad expresa para 
él, por lo cual esta recaía en el ministro (Valle-Riestra 2004: 139).

Asimismo, el Reglamento Provisional de Tribunales y Juzgados, del 10 de abril 
de 1822, en su artículo 7, establecía que el Supremo Gobierno «conocerá de las 
causas de suspensión, remoción y criminales de los Ministros, Consejeros de Es-
tado e individuos de la Alta Cámara, conforme con el reglamento particular de 
las atribuciones del Consejo» (Valle-Riestra 2004: 140). Excluía de dicha sanción 
al Protector.

La Constitución de 1823, de vigencia efímera y más bien formal, estableció por 
primera vez la responsabilidad del Presidente de la República por los actos de 
su administración (artículo 78). Reconoció además, como ya se venía haciendo, 
el refrendo del ministro de Estado del despacho respectivo (artículo 73) como 
condición para la validez del acto presidencial, así como la responsabilidad soli-
daria de los ministros por las resoluciones adoptadas en común (artículo 84). En 
esta Carta, el Senado era el encargado de la sustanciación de la acusación y de 
pronunciarse sobre la procedencia de que hubiera lugar a la formación de causa 
penal (artículo 90, inciso 5); correspondía a la Suprema Corte hacer efectiva la 
responsabilidad decretada por el Senado. Puede decirse que, desde entonces, em-
pieza a asumirse una posición más o menos constante sobre las características del 
denominado Antejuicio en el Perú.

La Constitución Vitalicia de 1826 regresa a la noción del Presidente exento de toda 
responsabilidad. La Carta de 1828 estableció un Presidente de la República con 
atribuciones muy parecidas al de los Estados Unidos: no poseía iniciativa legislati-
va, pero sí derecho al veto de las leyes; las Cámaras no podían interpelar ni censurar 
a los ministros. Dentro de este esquema, la Cámara de Diputados podía acusar al 
Presidente, al Vicepresidente, a los ministros, a los miembros de ambas Cámaras y 
de la Corte Suprema por delitos de traición, atentados contra la seguridad pública, 
concusión, infracciones de la Constitución, y por todo delito cometido en el ejer-
cicio de sus funciones al que estuviera impuesta pena infamante (artículo 22). 

El Senado, por su parte, tenía la atribución de conocer y resolver si había lugar o 
no a formación de causa, para lo que se exigía «el voto de dos tercios de los sena-
dores existentes (artículo 31). La decisión del Senado —«sentencia» para la norma 
constitucional— solo tenía por efecto y alcance suspender del cargo al acusado, 
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quien quedaba sujeto a juicio conforme a ley (artículo 32). La Corte Suprema 
tenía competencia para conocer del juzgamiento de estas causas (artículo 111).

La Constitución de 1834 señalaba que a la Cámara de Diputados le correspondía 
acusar ante el Senado, de oficio o a instancia de cualquier ciudadano, al Presi-
dente de la República, a los miembros de ambas Cámaras, a los ministros, a los 
miembros del Consejo de Estado y a los vocales de la Corte Suprema; por los deli-
tos de traición, atentados contra la seguridad pública, concusión, infracciones de 
la Constitución, y por todo delito cometido en el ejercicio de sus funciones que 
tuviera prevista pena infamante (artículo 23). El Senado debía declarar si había 
o no lugar a la acusación por los dos tercios de sus miembros presentes (artículo 
32). El acusado, de aprobarse la acusación, quedaba suspendido de sus funciones 
y a disposición de la Corte Suprema para su juzgamiento (artículo 33). La Corte 
Suprema, además de conocer de estas causas penales (artículo 114, inciso 1), era 
competente para conocer de los procesos de residencia contra el Presidente y sus 
ministros (artículo 114, inciso 2).

La Ley del 17 de julio de 1834, sobre la acusación y juzgamiento del Presidente de 
la República y altos funcionarios, reconocía el derecho de acusar por acción po-
pular ante la Cámara de Diputados al Presidente de la República, así como al Pre-
sidente del Consejo de Estado y a los ministros. Esta norma establecía la pena de 
muerte para el atentado contra la independencia de la República, los ataques a la 
representación nacional para disolverla e intentar variar la forma de gobierno esta-
blecida por la Constitución. También se mencionaban como delitos —aunque no 
sancionados con pena de muerte— los atentados contra la libertad de imprenta, 
el cobro de contribuciones no votadas por el Congreso, la invasión de atribucio-
nes jurisdiccionales, el impedimento de las elecciones populares, la violación de 
la correspondencia, la concusión, los atentados contra la libertad de industria y el 
impedimento del libre tránsito ciudadano (Valle-Riestra 2004: 149).

Como reacción a la Confederación Peruano-Boliviana, surgió la Constitución de 
Huancayo de 1839. Esta Carta restringía los casos de acusación del Presidente, 
durante el ejercicio de su mandato, a los atentados contra la independencia y la 
unidad nacional. La Cámara de Diputados también podía acusar ante el Senado a 
los miembros de ambas Cámaras, a los ministros, a los miembros del Consejo de 
Estado y a los vocales de la Corte Suprema; por los delitos de traición, atentados 
contra la seguridad pública, concusión y, en general, por todo delito cometido en 
el ejercicio de sus funciones sujeto a pena infamante (artículo 35). Al igual que en 
la Constitución anterior, correspondía al Senado determinar si había o no mérito 
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para la formación de causa, decisión que requería el voto conforme de dos tercios 
de los senadores presentes (artículo 42). Esta resolución solo tenía por efecto 
suspender al acusado del ejercicio del cargo y dejarlo sujeto a juicio ante la Corte 
Suprema (artículo 43). 

Una novedad que introdujo la Constitución de 1939, fue establecer que la res-
ponsabilidad del Presidente de la República por los actos de su administración, 
salvo el mencionado caso de atentado contra la independencia y unidad nacional, 
solo podrá exigirse luego de terminado su mandato (artículo 79). La responsabi-
lidad durante el mandato recaía sobre los ministros, por los actos presidenciales 
que refrenden y que fuesen contrarios a la Constitución y a las leyes (artículo 95). 
Dicha Constitución, en su artículo 118, señalaba que correspondía a la Corte 
Suprema: 

1. Conocer las causas criminales que se formen al Presidente de la República, a 
los miembros de las Cámaras, a los Ministros de Estado y Consejeros, según los 
artículos 35º y 42º. 2. De la residencia del Presidente de la República y demás que 
ejerzan el Supremo Poder Ejecutivo y la de sus Miembros.

Aunque la democrática y progresista Constitución de 1856 fue efímera, tuvo dis-
posiciones precisas en cuanto a la responsabilidad de los funcionarios y al proceso 
de residencia. Así, en el artículo 11, establecía que todo empleado público, al cesar 
en su cargo, sería sometido a Juicio de Residencia, sin poder ejercer dicho empleo 
ni otro alguno mientras no fuera absuelto; también responsabilizaba por acción 
popular a los fiscales que no exigieran dicho Juicio de Residencia. Asimismo, el ar-
tículo 12 disponía que los funcionarios públicos eran «responsables en todo tiem-
po, con arreglo a las leyes». 

En los artículos 61 y 62 de dicha Constitución, se regulaba el proceso parlamen-
tario por la responsabilidad penal y constitucional del Presidente y de los altos 
funcionarios. Se dispuso que la Cámara de Diputados podía acusar ante el Senado 
al Presidente de la República, durante el ejercicio de su mandato, por infraccio-
nes directas de la Constitución. También le correspondía acusar a los miembros 
de ambas Cámaras, a los ministros y a los vocales de la Corte Suprema, por las 
mismas infracciones y por todo delito cometido en el ejercicio de sus funciones, 
sometido «a pena corporal aflictiva». El Senado tenía la atribución de declarar si 
era procedente o no la acusación, aunque esta Constitución no señalaba el nú-
mero de votos requeridos para tal efecto. De aprobarse la acusación, el implicado 
quedaba suspendido en el ejercicio de su cargo y sometido a juicio.
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Respecto de la responsabilidad del Presidente de la República, el artículo 81 dis-
ponía que, durante el ejercicio de su mandato, esta responsabilidad solo podía ha-
cerse efectiva por los mismos supuestos previstos para la declaratoria de vacancia 
presidencial por razones de hecho, es decir, por pactos contra la independencia o 
la integridad nacional, por atentados contra la forma de gobierno, por impedir la 
reunión del Congreso, por suspender sus sesiones o por disolverlo (artículo 83). 

La Constitución de 1860 fue la Carta de más larga vigencia de nuestra histo-
ria republicana; con algunas interrupciones, rigió hasta 1920. Su artículo 11, 
siguiendo lo dispuesto en la Carta de 1856, exigía responsabilidad a todo aquel 
que desempeñaba un cargo público por los actos en ejercicio de sus funciones, 
y encargaba a la ley determinar la forma de hacerla efectiva. Respecto de la res-
ponsabilidad de los altos funcionarios, el artículo 64 señalaba que correspondía 
a la Cámara de Diputados acusar ante el Senado al Presidente de la República, a 
los ministros, a los miembros de ambas Cámaras y de la Comisión Permanente 
del Cuerpo Legislativo, y a los vocales de la Corte Suprema; por infracciones a 
la Constitución y por todo delito cometido en el ejercicio de sus funciones, que 
tuviese una pena corporal aflictiva. El Senado era competente para pronunciarse 
sobre la procedencia de tal acusación que, de aprobarse, dejaba al acusado suspen-
dido en el ejercicio de su cargo y sujeto a juicio (artículo 66, inciso 1). 

El Presidente de la República no era pasible de exigencia de responsabilidad penal 
o constitucional durante el ejercicio de su mandato; en este lapso podía única-
mente ser acusado por delitos de traición, atentado contra la forma de gobierno, 
o disolución del Congreso, por impedir su reunión o por suspender sus funciones 
(artículo 65). Debe tenerse presente, conforme indica Javier Valle-Riestra (2004: 
156), que el artículo 59, inciso 24, de la Constitución establecía como una atri-
bución del Congreso: «Examinar, al fin de cada período constitucional, los actos 
administrativos del Jefe del Poder Ejecutivo, y aprobarlos, si fuesen conformes a la 
Constitución y a las leyes; en el caso contrario, entablará la Cámara de Diputados 
ante el Senado la correspondiente acusación».

La Constitución de 1920 repitió lo establecido en las constituciones de 1856 y 
1860: todo el que ejerce funciones públicas es directa e inmediatamente respon-
sable por los actos que practique en el ejercicio de sus funciones (artículo 14). El 
Senado declaraba si había o no lugar a la formación de causa, como consecuencia 
de las acusaciones de la Cámara de Diputados contra el Presidente de la Repú-
blica, miembros de ambas Cámaras, ministros de Estado y vocales de la Corte 
Suprema por las infracciones de la Constitución y por los delitos cometidos en 
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el ejercicio de las funciones que, «según ley, deba penarse» (artículos 95 y 97, 
inciso 1). La acusación al Presidente de la República solo era procedente, durante 
el ejercicio de su mandato, en caso de traición, si atentaba contra la forma de 
gobierno o si disolvía el Congreso, impedía su reunión o suspendía sus funciones 
(artículo 96).

La Constitución de 1933 reiteró el principio plasmado en las Cartas anteriores 
respecto a la responsabilidad de los funcionarios del Estado, por los actos que 
practicasen en el ejercicio de sus funciones. Agregaba que la ley determinaría la 
forma de hacer efectiva dicha responsabilidad y que el Ministerio Fiscal estará 
obligado a exigir el cumplimiento de lo dispuesto en esta norma (artículo 20). 
Correspondía a la Cámara de Diputados acusar ante el Senado al Presidente de la 
República, a los miembros de ambas Cámaras, a los ministros de Estado y a los 
vocales de la Corte Suprema «por infracción de la Constitución, y por todo delito 
que cometan en el ejercicio de sus funciones y que, según la ley, deba penarse» 
(artículo 121). El Senado debía pronunciarse sobre la aprobación de la acusación 
que, de producirse, dejaba al acusado suspendido en sus funciones y sujeto a jui-
cio (artículo 122). El juzgamiento correspondía a la Corte Suprema. Ello estaba 
establecido también en el artículo 55 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. La 
vacancia del cargo se producía de hecho de existir condena por la Corte Suprema 
(artículo 144, inciso 3). Durante el ejercicio de su mandato, el Presidente de la 
República solo podía ser acusado por traición a la patria, por impedir las eleccio-
nes presidenciales o parlamentarias, por disolver el Congreso, impedir o dificultar 
su funcionamiento o su reunión, o el funcionamiento o la reunión del Jurado 
Nacional de Elecciones (artículo 150).

2.3.	El Antejuicio en la Constitución de 1979

Conforme señala Valentín Paniagua (1995: 131), hasta la Constitución de 1979 
el tratamiento de la responsabilidad penal y constitucional del Presidente de la 
República y de los altos funcionarios había seguido una línea bastante similar. 
El Antejuicio por delitos de función o infracciones a la Constitución, partía del 
reconocimiento de prerrogativas funcionales, la participación de una jurisdicción 
privilegiada para el necesario desafuero y un procedimiento penal sujeto a normas 
específicas.

El artículo 183 de la Constitución de 1979 dispuso que correspondía a la Cáma-
ra de Diputados acusar ante el Senado al Presidente de la República, a los miem-
bros de ambas Cámaras, a los ministros, a los magistrados de la Corte Suprema 
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y el Tribunal de Garantías Constitucionales, así como a los altos funcionarios 
que señala la ley, por las infracciones de la Constitución y por todo delito que 
cometan en el ejercicio de sus funciones, aunque hayan cesado en estas. A su vez, 
correspondía al Senado determinar si hay o no lugar a la formación de causa por 
la acusación formulada; de ser esta aprobada, el acusado quedará suspendido en 
sus funciones y sujeto a juicio (artículo 184).

La Constitución de 1979 mantiene así el mismo esquema básico del Antejuicio: 
un procedimiento parlamentario bicameral, en el que la Cámara de Diputados 
acusa y el Senado determina si hay mérito para aprobar la acusación, correspon-
diendo a la Corte Suprema realizar el juzgamiento penal e imponer la eventual 
sanción. Los motivos para la acusación seguían siendo las infracciones de la Cons-
titución y los delitos cometidos en el ejercicio de la función. Si la decisión del 
Senado era favorable a la acusación, el acusado quedaba privado de sus privilegios 
funcionales, suspendido en el cargo y sometido a juzgamiento penal ante la Corte 
Suprema. No obstante, conforme anota García Belaunde, se introducen algunas 
innovaciones que, si bien no alteran el esquema básico de la institución ni su des-
envolvimiento tradicional en el Perú, sí incorporaron ciertas variaciones, a saber:

–	 Aunque se repite un listado con la enumeración de los altos funcionarios que 
gozan del privilegio de Antejuicio, que son básicamente los mismos de antes, 
con el agregado de los magistrados del entonces recién creado Tribunal de Ga-
rantías Constitucionales; se confiere expresamente al legislador la posibilidad 
de incluir dentro de este privilegio a otros altos funcionarios por medio de la 
ley. La enumeración dejó así de ser cerrada o taxativa, lo que permitió ampliar 
esta prerrogativa a otros altos funcionarios.

– 	 Se establece que el privilegio de Antejuicio se mantiene aunque el funcionario 
haya cesado en el cargo, siempre que la acusación se refiera a infracciones de 
la Constitución y a delitos cometidos en el ejercicio de las funciones. De este 
modo, el Antejuicio se convierte en un privilegio de duración indefinida o 
ilimitada (García Belaunde 2005: 174-175).

Respecto a la responsabilidad penal y constitucional del Presidente de la Repú-
blica, el artículo 210 de esta Constitución reiteró que, durante el ejercicio de su 
mandato, solo podía ser acusado por traición a la patria, por impedir las elec-
ciones presidenciales, parlamentarias, regionales o municipales, por disolver el 
Congreso —salvo el supuesto previsto en la Constitución— y por impedir la 
reunión o el funcionamiento del Jurado Nacional de Elecciones o del Tribunal de 
Garantías Constitucionales. 
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3.	 El Antejuicio o Juicio Político en la Constitución de 1993

La Constitución de 1993 se ocupa del Antejuicio o Juicio Político en sus artícu-
los 99 y 100. Introduce algunas modificaciones importantes respecto del régimen 
tradicional del Antejuicio peruano, a la par de ciertos cambios a propósito de lo 
dispuesto por la Constitución de 1979. Según explica Paniagua (1995: 125), estas 
modificaciones y algunas confusiones se dan, entre otros motivos, por el menospre-
cio del denominado Congreso Constituyente Democrático ante la Constitución 
histórica peruana, por la ignorancia de las instituciones constitucionales, por el afán 
de establecer «innovaciones» sobre el texto constitucional y, principalmente, por el 
interés por la impunidad de quienes quebraron el orden constitucional en 1992.

Considero también que algunas de las modificaciones introducidas en el tradicio-
nal Antejuicio, estuvieron bastante influenciadas por la reacción del fujimorismo 
frente a lo sucedido poco antes, en el Ministerio Público y la Corte Suprema, con 
una acusación constitucional aprobada en el Congreso contra el ex Presidente 
Alan García. En efecto, el contenido de la imputación penal aprobada por el 
Congreso sufrió algunas modificaciones en la Fiscalía; luego, la Corte Suprema 
resolvió la falta de mérito para la continuidad de la acusación penal formulada 
contra el ex Presidente Alan García. Sin duda que ello influyó en los cambios in-
troducidos por el artículo 100 de la Carta de 1993, como veremos más adelante. 

Dado que la Constitución de 1993 estableció un Congreso unicameral, ello obli-
gó a introducir modificaciones en el procedimiento parlamentario de acusación. 
Así, corresponde a la Comisión Permanente actuar como ente acusador ante el 
Congreso, a quien compete decidir si hay o no mérito para la formación de causa, 
mediante votación sin la participación de los miembros de la Comisión Perma-
nente. El artículo 99 dispone lo siguiente: 

Corresponde a la Comisión Permanente acusar ante el Congreso: al Presidente 
de la República; a los representantes a Congreso; a los Ministros de Estado; a los 
miembros del Tribunal Constitucional; a los miembros del Consejo Nacional de 
la Magistratura; a los vocales de la Corte Suprema; a los fiscales supremos; al De-
fensor del Pueblo y al Contralor General por infracción de la Constitución y por 
todo delito que cometan en el ejercicio de sus funciones y hasta cinco años después 
de que hayan cesado en estas.

Se aprecian dos importantes modificaciones respecto a la Constitución de 1979:

– 	 En cuanto a los altos funcionarios dotados de la prerrogativa de Antejuicio, por 
delitos cometidos en el ejercicio de su función o infracción de la Constitución, 
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se trata de un listado más extenso que el existente hasta antes de la Carta de 
1979, justificado por la creación de nuevos órganos constitucionales autóno-
mos en la Constitución de 1993. No obstante, se retorna a la enumeración 
taxativa y el carácter cerrado del listado de los altos funcionarios que gozan 
del privilegio de Antejuicio; queda eliminada así la posibilidad de extenderlo 
a otros funcionarios por vía legal, como disponía la Carta de 1979.

– 	 Si bien se mantiene lo dispuesto acerca de que el derecho a Antejuicio se ex-
tiende incluso después de que el alto funcionario haya cesado en el cargo, se le 
fija un límite temporal de cinco años. De modo que, transcurridos cinco años 
de haber dejado la función, ya no se requerirá de Antejuicio parlamentario para 
habilitar la denuncia o el enjuiciamiento del ex alto funcionario, con lo cual 
queda eliminado el plazo indefinido que establecía la Constitución de 1979. 

Pero es el artículo 100 de la Carta de 1993 aquel que introduce algunos cambios 
realmente relevantes, a la par de controversiales. Según dicha norma:

Corresponde al Congreso, sin participación de la Comisión Permanente, suspen-
der o no al funcionario acusado o inhabilitarlo para el ejercicio de la función 
pública hasta por diez años, o destituirlo de su función sin perjuicio de cualquier 
otra responsabilidad. 

El acusado tiene derecho, en este trámite, a la defensa por sí mismo y con asisten-
cia de abogado ante la Comisión Permanente y ante el Pleno del Congreso.

En caso de resolución acusatoria de contenido penal, el Fiscal de la Nación for-
mula denuncia ante la Corte Suprema en el plazo de cinco días. El Vocal Supremo 
Penal abre la instrucción correspondiente.

La sentencia absolutoria de la Corte Suprema devuelve al acusado sus derechos 
políticos.

Los términos de la denuncia fiscal y del auto apertorio de instrucción no pueden 
exceder ni reducir los términos de la acusación del Congreso.

Las principales innovaciones que podemos observar en este precepto, respecto del 
tratamiento tradicional del Antejuicio en el Perú y a la Constitución de 1979, son 
las siguientes:

– 	 El Antejuicio peruano disponía que, de aprobarse la acusación, el acusado que-
daba automáticamente suspendido en su cargo o función y sujeto a juicio ante 
la Corte Suprema. En cambio, ahora el artículo 100 de la Constitución deja 
a discreción del Congreso, al aprobar la acusación, decidir si suspende o no 
al acusado. Encuentro esta disposición incongruente con la racionalidad de la 
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institución del Antejuicio o Juicio Político y del todo contraproducente pues, 
si el Congreso aprueba la acusación, no resulta comprensible ni justificado 
que el acusado siga desempeñando la función hasta las resultas del juicio o la 
imposición de alguna sanción penal o política.

– 	 El Antejuicio peruano no tenía otro propósito que, de aprobarse la acusación 
parlamentaria, someter al acusado al juzgamiento ante la Corte Suprema. En 
cambio, el clásico impeachment o Juicio Político tiene por objeto la eventual des-
titución e inhabilitación del funcionario acusado. La Carta de 1993 recoge estas 
dos características del Juicio Político, que constituye la imposición de sanciones 
políticas por el Congreso, ausentes en nuestro tradicional Antejuicio, que no 
contemplaba sanciones parlamentarias. 

– 	 La acusación de contenido penal aprobada por el Congreso resulta manda-
taria para el Fiscal, el vocal supremo instructor, quienes tienen que acusar y 
abrir proceso penal, respectivamente, en los mismos términos de tal acusación 
parlamentaria, sin capacidad para realizar su evaluación y calificación penal ni 
alterar sus términos, sea para extenderlos o reducirlos. 

– 	 Cuando el precepto constitucional señala que la sentencia penal absolutoria 
de la Corte Suprema devuelve al acusado sus derechos políticos, estaría reafir-
mando que la sanción política de inhabilitación, e incluso las de destitución y 
suspensión, pueden ser impuestas directamente por el Congreso al aprobar la 
acusación, sin esperar a las resultas del proceso penal. 

Valentín Paniagua (1995: 135) es particularmente crítico ante esta inclusión 
constitucional de la potestad de aplicación de sanciones políticas por el Congreso 
en el Antejuicio. Señala así que:

Esa posibilidad conspira contra la más elemental racionalidad y legalidad. ¿Con 
qué criterio y en qué casos se impondrán las sanciones? ¿Con qué criterio polí-
tico, ético o jurídico? ¿Con absoluta discreción, por no decir, arbitrariedad? El 
Congreso no juzga en el Antejuicio conductas delictivas, habilita a los jueces para 
que ellos impongan las sanciones. Si ello es así, ¿por qué permitirle que prejuzgue 
y anticipe unas sanciones que deberían ser la consecuencia del juicio penal? La 
atribución reconocida al Congreso es por cierto incompatible con la prerrogativa 
funcional y con elementales derechos inherentes al debido proceso legal. Solo ser-
virá para fomentar el abuso y prepotencia del Congreso; hay además razones de 
principio que hacen criticable tan absurda competencia. La inmunidad funcional 
protege al funcionario, no lo despoja de las garantías del debido proceso. En eso 
radica la diferencia del Antejuicio con el Juicio Político.
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Enrique Bernales (1996: 406) reconoce que la incorporación de la posibilidad de 
que el Congreso imponga al acusado sanciones políticas, como su destitución o 
inhabilitación, típicas del impeachment, sin perjuicio de otras responsabilidades 
que le puedan corresponder, constituye una innovación con respecto al Antejui-
cio; al margen de ello, no parecería encontrarlo cuestionable:

¿Significa esta potestad una limitación de inocencia, dado que el Parlamento no 
sustituye ni puede asumir funciones que solo corresponden al Poder Judicial? La 
inhabilitación o la destitución son sanciones de carácter político, que solo pueden 
ser acordadas en el Parlamento y, en este extremo, no existiría interferencia en la 
acción de la justicia. Por otro lado, el mismo artículo bajo comentario señala en 
otro párrafo que ‘la sentencia absolutoria de la Corte Suprema devuelve al acu-
sado sus derechos políticos’. Una rigurosa interpretación del texto constitucional 
significaría que por aplicación de este extremo, la inhabilitación queda sin efecto. 
Más aún, podría inclusive sostenerse que el destituido tendría fundamentos para 
accionar a favor de los derechos adquiridos legítima y legalmente.

Analizando esta norma, Marcial Rubio (1999, t. 4: 141) formula la siguiente 
reflexión:

Cabe plantearse si se puede o no hacer Antejuicio y establecer sanciones por el 
Congreso, en el caso de infracciones a la Constitución que no son delito y en las 
cuales, por lo tanto, la Corte Suprema nunca asumirá competencia, con lo cual 
tampoco podrá absolver ni en consecuencia retirar la sanción del Congreso. Como 
ya opinamos, si ello ocurriera de esa manera, sería inconstitucional porque atenta-
ría contra el derecho al debido proceso y a la tutela jurisdiccional establecidos en 
el inciso 3 del artículo 139° de la Constitución. 

El otro asunto consiste en si el Congreso puede tomar alguna de las tres decisio-
nes indicadas antes (suspender, destituir o inhabilitar) sin acusar aunque pudiera 
hacerlo. Consideramos que no puede actuar así y fundamos esta opinión en lo ya 
dicho: Las sanciones que impondrá el Congreso tendrán como base un voto polí-
tico porque dicho órgano no ejerce función jurisdiccional. Las personas deberán 
tener siempre derecho al debido proceso y tutela jurisdiccional según el inciso 3 
del artículo 139° de la Constitución. Por consiguiente, no podrá haber una priva-
ción de derechos por decisión política que no pueda ser discutida en la vía juris-
diccional. Si el Congreso, pudiendo acusar no lo hace, dicha vía no existiría y no 
habría forma de contestar judicialmente la sanción. Aquí, como ya sostuvimos, se 
produce una inconstitucionalidad y se podría interponer un amparo que restituya 
los derechos que el Congreso haya retirado […].

Por ello pensamos que el Congreso no puede suspender, inhabilitar o destituir al 
funcionario sin acusarlo penalmente. Es un tema de elemental consecuencia frente 
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a los derechos fundamentales de la persona a la participación, a la igualdad y al 
honor y buena reputación.

Por mi parte, considero que los artículos 99 y 100 de la Carta de 1993 correspon-
den a un mismo proceso, el Antejuicio o Juicio Político, por lo que deben leerse 
e interpretarse de manera integrada y conjunta. Ello quiere decir que solo si el 
Congreso aprueba la acusación constitucional, puede proceder a imponer las san-
ciones políticas de suspensión, destitución o inhabilitación del funcionario. Pero 
esta acusación no está restringida a un contenido penal por delitos cometidos en 
el ejercicio de la función, sino que también puede sustentarse en infracciones de 
la Constitución que no tienen contenido penal pero que sí son de índole polí-
tica. Puede ocurrir que la acusación verse sobre alguno de estos ámbitos o sobre 
ambos, pero en cualquiera de los casos puede ser procedente la imposición de las 
sanciones políticas por el Congreso. 

Recordemos el caso de los tres magistrados del Tribunal Constitucional (TC) que 
fueron destituidos por el Congreso dominado por el fujimorismo, de manera ar-
bitraria e injustificada, a quienes finalmente se imputó (inexistentes) infracciones 
constitucionales y se excluyó la imputación de delito, por lo que no estuvieron so-
metidos a un ulterior proceso penal ante la Corte Suprema. Pero, a pesar de ello, 
fueron destituidos del cargo, aunque sin imponerles la inhabilitación política.

Finalmente, es conveniente tener presente que esta Constitución mantiene el ré-
gimen especial que limita la procedencia del Antejuicio o Juicio Político contra 
el Presidente de la República mientras ejerce su mandato. Así, el artículo 117 de 
la Carta de 1993 establece que el Presidente, durante el ejercicio del cargo, solo 
podrá ser acusado por traición a la patria, por impedir las elecciones presidencia-
les, parlamentarias, regionales o municipales, por disolver el Congreso, salvo el 
supuesto previsto en la Constitución, y por impedir su reunión o funcionamiento 
o los del Jurado Nacional de Elecciones y otros órganos del sistema electoral.

Otro aspecto que ha sido bastante cuestionado del artículo 100 de la Carta de 
1993, es la disposición que «obliga», por un lado, al Fiscal de la Nación a acusar 
en los mismos términos aprobados por el Congreso; y, por otro, al vocal supremo 
instructor a abrir proceso en similares términos. Conforme señala Marcial Rubio, 
citando también a Valentín Paniagua, estos órganos autónomos son convertidos 
en una suerte de «mesa de partes» del Congreso, al negarles autonomía funcional 
y competencia para revisar y calificar la pertinencia de la tipificación e imputación 
penal realizadas por el Congreso, a pesar de ser ello parte esencial de su función 
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como órganos constitucionales autónomos. Ello lleva a que Rubio (1999, t. 4: 142-
144) proponga que sería preferible que la acusación aprobada por el Congreso pase 
directamente a la Corte Suprema, obviando la intervención del Ministerio Público 
en esta etapa; y que luego la Corte Suprema y el propio Fiscal intervengan en el 
proceso para determinar, con autonomía, la pertinencia de su continuidad y de la 
imputación penal.

Si bien —como ya se indicó— esta disposición fue incluida en la Carta para im-
pedir que se repitiera lo sucedido con una acusación aprobada por el Congreso 
contra el ex Presidente Alan García, caso en el que el Fiscal modificó y redujo los 
términos de la denuncia penal del Congreso y una Sala Penal de la Corte Suprema 
dispuso la improcedencia y archivo de la causa, tales estipulaciones de la Constitu-
ción resultaban vulneratorias de la separación de poderes, del ejercicio de la función 
jurisdiccional en materia penal y de la autonomía y la independencia del Poder 
Judicial y del Ministerio Público. Así lo entendió el propio Tribunal Constitucional 
(expediente 0006-2003-AI/TC), en cuya sentencia se cuestionó dicha norma y ex-
hortó al Congreso a que efectuase la reforma constitucional y su modificación. Así 
dispuso el tc: 

17. Por otra parte, este Tribunal considera que no existen criterios razonables que 
permitan concluir que la prerrogativa del Antejuicio deba dar lugar a algún grado 
de interferencia con la independencia y autonomía de los poderes públicos en-
cargados, por antonomasia, de la persecución e investigación del delito. Por ello, 
este Colegiado observa con preocupación lo expuesto en el tercer y quinto párrafo 
del artículo 100° de la Constitución. El primer párrafo establece: «En caso de 
resolución acusatoria de contenido penal, el Fiscal de la Nación formula denuncia 
ante la Corte Suprema en el plazo de cinco días. El Vocal Supremo Penal abre la 
instrucción correspondiente». Por su parte, el tercero prevé: «Los términos de la 
denuncia fiscal y del auto apertorio de instrucción no pueden exceder ni reducir 
los términos de la acusación del Congreso».

El Tribunal Constitucional considera que las referidas disposiciones son contrarias 
al aludido principio fundamental sobre los que se sustenta el Estado democrático 
de derecho: la separación de poderes. Si bien dicho principio no puede negar la 
mutua colaboración y fiscalización entre los poderes públicos, impone la ausencia 
de toda injerencia en las funciones esenciales y especializadas que competen a cada 
una de las instituciones que diagraman la organización del Estado. En tal sentido, 
en modo alguno puede restringirse la autonomía que corresponde al Ministerio Pú-
blico en el desenvolvimiento de las funciones que la Constitución le ha conferido 
en su artículo 159°; menos aún puede aceptarse la limitación de los principios de 
unidad, exclusividad e independencia de la función jurisdiccional (incisos 1 y 2 del 
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artículo 139°), la que, desde luego, alcanza también al juez instructor encargado de 
evaluar la suficiencia de elementos de juicio que justifiquen la apertura de instruc-
ción y de conducir la etapa investigativa del proceso. 

Por lo expuesto, el Tribunal Constitucional exhorta al Congreso de la República a 
realizar la reforma constitucional correspondiente.

También es importante entender el sentido de la estipulación del artículo 100, 
respecto a que la aprobación de la acusación por el Congreso lo facultaba a impo-
ner sanciones políticas al acusado (suspensión, destitución del cargo o inhabilita-
ción hasta por diez años para el desempeño de toda función pública), sin esperar a 
los resultados del ulterior proceso penal. Con esta inhabilitación se podía impedir 
el accionar político del acusado, posibilidad seguramente pensada para aplicar a 
Alan García en otra futura acusación, que nunca se dio. En cambio, paradóji-
camente, años después esta norma fue utilizada por el Congreso al aprobar una 
acusación constitucional contra el destituido y prófugo ex Presidente Fujimori, 
imponiéndole la inhabilitación política de diez años para el ejercicio de todo 
cargo o función pública, lo que le impidió postular, como intentaba, en las elec-
ciones presidenciales del año 2006. 

4.	 El procedimiento de Acusación Constitucional en el Reglamento del  
Congreso

El Reglamento del Congreso regula el denominado procedimiento de Acusación 
Constitucional en un único artículo, el 89, cuyo contenido resulta particularmente 
extenso y detallado.� Nos interesa resaltar algunos aspectos específicos de esta nor-
ma, contendidos en el inciso i) del artículo, por su implicancia para la aplicación de 
la institución del Antejuicio o Juicio Político. Uno se refiere al que establece los efec-
tos jurídicos y políticos de la votación en el Pleno del Congreso, sin participación de 
la Comisión Permanente, respecto a la acusación, dada su incidencia en el desenlace 
del procedimiento y la suerte del acusado. El Reglamento del Congreso señala ex-
presamente que, de aprobarse una acusación de contenido penal, el acusado queda 
suspendido en sus funciones y sujeto a juicio. Con ello se retoma nuestro tradicio-
nal Antejuicio y se disipa la ambigüedad del artículo 100 de la Constitución, según 
el que, como ya dijimos, quedaría sujeto al criterio discrecional del Congreso la 
decisión de suspender o no de su cargo al funcionario acusado.

�	 Véase el anexo al final del capiítulo.
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También se señala que esta medida se aprueba con el voto favorable de la mitad 
más uno de los congresistas, sin participar los integrantes de la Comisión Per-
manente, por ser el órgano acusador. Cabe precisar que esta votación calificada 
no se encontraba en la versión original del Reglamento, por lo que se aplicaba la 
exigencia de una mayoría simple. El cambio ha sido producto de la incorporación 
de lo dispuesto por una sentencia del Tribunal Constitucional, que analizaremos 
en detalle más adelante. 

Otro aspecto está referido a la aprobación de una acusación por infracciones de 
la Constitución, es decir, sin contenido penal ni ulterior juicio. La norma co-
mentada del Reglamento del Congreso dispone que la aprobación de las medi-
das de suspensión, destitución o inhabilitación estará sujeta a que se obtenga el 
voto favorable de dos tercios de los congresistas, sin participación de la Comisión 
Permanente. Esta votación especial también fue incorporada al Reglamento del 
Congreso en aplicación de la referida sentencia del Tribunal Constitucional. 

No obstante, considero errado sujetar la aprobación de estas tres medidas a la 
misma votación calificada, pues mientras que la destitución y la inhabilitación 
resultan, en rigor, verdaderas sanciones políticas efectivas, la suspensión es una 
mera medida provisional o «cautelar», hasta que se adopte una decisión judicial 
de absolución o condena, evitando que quien cuenta con una acusación aprobada 
por el Congreso continúe desempeñando el cargo o función pública mientras está 
sometido a juicio penal. Por esta misma razón, tratándose de la imputación de 
una infracción constitucional, en la que no habrá ulterior proceso judicial ni una 
sanción penal, la suspensión, que tiene una vigencia temporal, carece de sentido, 
ya que de aprobarse la acusación procedería la imposición directa de las sanciones 
políticas por parte del Congreso. 

5.	 La posibilidad de revisión judicial de las sanciones impuestas por el 
Congreso en el Antejuicio o Juicio Político

5.1.	Los procesos de amparo interpuestos por tres ex magistrados del 
Tribunal Constitucional destituidos por el Congreso

El Tribunal Constitucional peruano tuvo una primera ocasión de pronunciarse 
sobre la posibilidad de revisión, en sede jurisdiccional, de las sanciones impues-
tas por el Congreso, en aplicación del artículo 100 de la Constitución de 1993, 
en el marco de un Antejuicio o Juicio Político. Fue al llegar a su conocimiento, 
en última instancia, los procesos de amparo interpuestos por los ex magistrados 
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de dicho tribunal, Guillermo Rey Terry, Delia Revoredo Marsano de Mur (ex-
pediente 340-98-AA/TC) y Manuel Aguirre Roca (expediente 358-98-AA/TC), 
luego que la resolución de la Sala Corporativa Transitoria Especializada en De-
recho Público de la Corte Superior de Lima declaró infundada sus demandas de 
amparo contra la resolución del Congreso de la República que los destituyó. En 
dichos amparos se reclamaba la vulneración de los derechos al debido proceso y al 
acceso y ejercicio de la función pública.

Como se recordará, el Colegio de Abogados de Lima interpuso acción de inconsti-
tucionalidad contra la Ley 26657, denominada «ley de interpretación auténtica», 
aprobada por el Congreso, dominado por el fujimorismo, que interpretaba el ar-
tículo 112 de la Constitución de 1993 y habilitaba la postulación del Presidente 
Fujimori para ejercer un tercer período presidencial consecutivo, a pesar de que 
la norma constitucional solo contemplaba una reelección inmediata. En el TC 
no se obtuvieron los seis votos requeridos por su ley orgánica para declarar la in-
constitucionalidad de la norma; cuatro magistrados terminaron absteniéndose de 
votar y solo tres (Rey, Revoredo y Aguirre) votaron y emitieron resolución, el 3 de 
enero de 1997, declarando inconstitucional la ley. Pero al no existir los seis votos 
conformes, no se podía disponer la derogación de la ley considerada inconstitucio-
nal, por lo que dichos tres magistrados, ejerciendo control difuso, dispusieron la 
inaplicación de la norma al caso de Fujimori, lo que le impedía postular a una nue-
va reelección presidencial inmediata. Ante un recurso de aclaración de la sentencia 
formulado por el Colegio de Abogados, los mismos tres magistrados emitieron 
resolución, el 21 de enero de 1997, declarando que no había nada que aclarar.

Como es fácil suponer, la resolución que declaraba inconstitucionalidad e inapli-
cable la ley irritó mucho al sector parlamentario fujimorista, que promovió una 
investigación que culminó con la aprobación de la acusación constitucional con-
tra los referidos tres magistrados, disponiendo su destitución del cargo. Se les 
imputó haber infringido el artículo 201 de la Constitución, que señala que el 
Tribunal Constitucional (TC) se compone de siete miembros, aduciendo que 
los tres magistrados se atribuyeron competencias que correspondían al pleno del 
Tribunal, incurriendo en una infracción constitucional. 

Al resolver los procesos de amparo interpuestos por los tres ex magistrados, el 
TC, entonces compuesto ya solo por cuatro miembros, desestimó las demandas. 
No obstante, resulta interesante destacar que esta sentencia del TC introdujo, 
por primera vez, la noción de que la Constitución de 1993 agregó al tradicional 
Antejuicio el Juicio Político o impeachment, señalando que se trataba de dos 
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instituciones distintas, contempladas en la misma norma constitucional y pro-
cedimiento parlamentario. Este criterio ha sido retomado y profundizado, años 
después, por el propio TC, aunque con otra composición, en sentencia de la que 
nos ocuparemos en detalle posteriormente. 

Para el TC, el «Antejuicio» está destinado a determinar la procedencia de un juz-
gamiento penal de funcionarios de alto rango ante el Poder Judicial, previa auto-
rización del Congreso de la República, por la imputación de un delito cometido 
con ocasión del ejercicio del cargo; en cambio, el «Juicio Político» (impeachment) 
supone la potestad de procesamiento y sanción por parte del Congreso en los 
casos específicos de infracción de la Constitución por funcionarios de alto rango 
y en la que, en principio, no intervendrá ulteriormente el Poder Judicial por no 
tratarse de la imputación de delitos.� 

En atención a ello, el TC concluía que era factible la imposición por el Congreso 
de la sanción de destitución al aprobarse la acusación, en los casos de Juicio Políti-
co por la comisión de una infracción de la Constitución. El TC señalaba también 
que la destitución dispuesta por el Congreso, no podía ser evaluada ni revisada 
en sede jurisdiccional, pues constituye una potestad o acto privativo del órgano 
parlamentario, una cuestión política no justiciable. Pero agregó que dicha potes-
tad, sin embargo, no es totalmente discrecional, sino que se encuentra sometida 
a ciertos parámetros, siendo el principal que su ejercicio se realice conforme al 
principio de razonabilidad. En caso de no respetarse este, el TC si podría pro-
nunciarse sobre el caso. Sin embargo, dado que en el caso el TC consideró que el 
Congreso de la República había ejercido la potestad de destitución dentro de los 
límites del principio de razonabilidad, y ante actos que, a su criterio, calificaban 
como infracciones de la Constitución, correspondía desestimar las demandas. 

Por su parte, el magistrado Nugent emitió un voto singular, pronunciándose por 
la revocación de la sentencia de la Corte Superior y la reincorporación de los de-
mandantes en sus funciones como magistrados del Tribunal Constitucional.

5.2.	La sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el 
caso de los magistrados del Tribunal Constitucional destituidos por el 
Congreso

Algunos años después, el caso de los magistrados del Tribunal Constitucional pe-
ruano Aguirre Roca, Rey Terry y Revoredo Marsano, destituidos por el Congreso 

�	 Expediente 340-98-AA/TC, fj 6.



Francisco José Eguiguren. Antejuicio y Juicio Político en el Perú 131

controlado por el fujimorismo, fue sometido a la competencia de la Corte In-
teramericana de Derechos Humanos (CIDH), la cual emitió sentencia el 31 de 
enero de 2001. En dicha sentencia trascendental, la Corte sentó posición sobre la 
exigibilidad del respeto al debido proceso legal en todo tipo de procesos, incluido 
el parlamentario, y no solo en los que se desarrollan en sede judicial. Asimismo, 
acerca de la justiciabilidad de las sanciones impuestas por el Congreso en el Juicio 
Político. En este sentido, respecto al significado y los alcances del Juicio Político a 
cargo del Congreso dentro de un Estado de derecho, la CIDH sostuvo:

63. Esta Corte considera también oportuno referirse a la institución del Juicio 
Político en razón de su aplicación al caso concreto y por las exigencias estableci-
das en la Convención Americana en cuanto a los derechos fundamentales de las 
supuestas víctimas en este caso. En un Estado de derecho, el Juicio Político es una 
forma de control que ejerce el Poder Legislativo con respecto a los funcionarios 
superiores tanto del Poder Ejecutivo como de otros órganos estatales. No obstante, 
este control no significa que exista una relación de subordinación entre el órgano 
controlador —en este caso el Poder Legislativo— y el controlado —en el caso el 
Tribunal Constitucional—, sino que la finalidad de esta institución es someter a 
los altos funcionarios a un examen y decisión sobre sus actuaciones por parte de 
la representación popular.

La Corte también precisó que el respeto de los derechos fundamentales es una obli-
gación impuesta a todo órgano o autoridad del Estado, por lo que el derecho a las 
garantías judiciales, consagrado en el artículo 8 de la Convención Americana de 
Derechos Humanos, no está circunscrito a los procesos ante el Poder Judicial, sino 
que también debe ser respetado en los procedimientos administrativos, parlamenta-
rios o de otra índole, por lo que el derecho a un debido proceso debe ser garantizado 
incluso en los procesos de Juicio Político ante el Congreso. Así, señaló la CIDH:

68. El respeto a los derechos humanos constituye un límite a la actividad estatal, 
lo cual vale para todo órgano o funcionario que se encuentre en una situación de 
poder, en razón de su carácter oficial, respecto de las demás personas. Es, así, ilí-
cita, toda forma de ejercicio del poder público que viole los derechos reconocidos 
por la Convención. Esto es aún más importante cuando el Estado ejerce su poder 
sancionatorio, pues este no solo presupone la actuación de las autoridades con un 
total apego al orden jurídico, sino implica además la concesión de las garantías 
mínimas del debido proceso a todas las personas que se encuentran sujetas a su 
jurisdicción, bajo las exigencias establecidas en la Convención.

69. Si bien el artículo 8 de la Convención Americana se titula «Garantías Judicia-
les», su aplicación no se limita a los recursos judiciales en sentido estricto, «sino el 
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conjunto de requisitos que deben observarse en las instancias procesales» a efecto 
de que las personas puedan defenderse adecuadamente ante cualquier tipo de acto 
emanado del Estado que pueda afectar sus derechos.

70. Ya la Corte ha dejado establecido que a pesar de que el citado artículo no es-
pecifica garantías mínimas en materias que conciernen a la determinación de los 
derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter, 
el elenco de garantías mínimas establecido en el numeral 2 del mismo precepto se 
aplica también a esos órdenes y, por ende, en ese tipo de materias el individuo tiene 
también el derecho, en general, al debido proceso que se aplica en materia penal.

71. De conformidad con la separación de los poderes públicos que existe en el 
Estado de derecho, si bien la función jurisdiccional compete eminentemente al 
Poder Judicial, otros órganos o autoridades públicas pueden ejercer funciones del 
mismo tipo. Es decir, que cuando la Convención se refiere al derecho de toda 
persona a ser oída por un «juez o tribunal competente» para la «determinación de 
sus derechos», esta expresión se refiere a cualquier autoridad pública, sea adminis-
trativa, legislativa o judicial, que a través de sus resoluciones determine derechos 
y obligaciones de las personas. Por la razón mencionada, esta Corte considera que 
cualquier órgano del Estado que ejerza funciones de carácter materialmente juris-
diccional, tiene la obligación de adoptar resoluciones apegadas a las garantías del 
debido proceso legal en los términos del artículo 8° de la Convención Americana.

Posteriormente, la CIDH procede a resaltar la importancia de garantizar la inde-
pendencia de los jueces, señalando las pautas que deben respetarse cuando una 
autoridad estatal competente evalúa la destitución de un magistrado judicial. En 
tal sentido, consideró que, en el procedimiento de Juicio Político al que fue-
ron sometidos los magistrados del Tribunal Constitucional ante el Congreso, se 
produjeron diversas violaciones al debido proceso, lo cual afectó el derecho a la 
defensa y evidenció la falta de imparcialidad del ente acusador y sancionador. Por 
todo ello concluyó que el Estado peruano había violado el derecho a las garantías 
judiciales de los tres magistrados destituidos, señalando:

72. En lo relativo a la independencia de que deben gozar los magistrados consti-
tucionales, baste con resaltar que tanto el artículo 201 de la Constitución peruana 
vigente como el artículo 1 de la Ley Orgánica de dicho Tribunal, establecen que 
el Tribunal Constitucional, como órgano de control de la Constitución, sea autó-
nomo e independiente. 

73. Esta Corte considera que uno de los objetivos principales que tiene la sepa-
ración de los poderes públicos, es la garantía de la independencia de los jueces 
y, para tales efectos, los diferentes sistemas políticos han ideado procedimientos 
estrictos, tanto para su nombramiento como para su destitución. Los Principios 
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Básicos de las Naciones Unidas Relativos a la Independencia de la Judicatura, 
establecen que:

La independencia de la judicatura será garantizada por el Estado y proclamada por 
la Constitución o la legislación del país. Todas las instituciones gubernamentales y 
de otra índole respetarán y acatarán la independencia de la judicatura.

74. En cuanto a la posibilidad de destitución de los jueces, los mismos Principios 
disponen:

Toda acusación o queja formulada contra un juez por su actuación judicial y profe-
sional se tramitará con prontitud e imparcialidad con arreglo al procedimiento per-
tinente. El juez tendrá derecho a ser oído imparcialmente. En esa etapa inicial, el 
examen de la cuestión será confidencial, a menos que el juez solicite lo contrario.

En otras palabras, la autoridad a cargo del proceso de destitución de un juez debe 
conducirse imparcialmente en el procedimiento establecido para el efecto y per-
mitir el ejercicio del derecho de defensa.

75. Esta Corte considera necesario que se garantice la independencia de cualquier 
juez en un Estado de derecho y, en especial, la del juez constitucional en razón 
de la naturaleza de los asuntos sometidos a su conocimiento. Como lo señalara la 
Corte Europea, la independencia de cualquier juez supone que se cuente con un 
adecuado proceso de nombramiento, con una duración establecida en el cargo y 
con una garantía contra presiones externas.

76. En el mismo sentido los artículos 93 y 201 de la Constitución peruana vigente 
(supra 42.C.b) y, particularmente, el artículo 13 de la Ley Orgánica del Tribunal 
Constitucional establecen que los miembros de dicho Tribunal «no están sujetos 
a mandato imperativo, ni reciben instrucciones de ninguna autoridad. Gozan de 
inviolabilidad. No responden por los votos u opiniones emitidas en el ejercicio de 
su cargo. También gozan de inmunidad».

77. En cuanto al ejercicio de las atribuciones del Congreso para llevar a cabo un 
Juicio Político, del que derivará la responsabilidad de un funcionario público, 
la Corte estima necesario recordar que toda persona sujeta a juicio de cualquier 
naturaleza ante un órgano del Estado deberá contar con la garantía de que dicho 
órgano sea competente, independiente e imparcial y actúe en los términos del 
procedimiento legalmente previsto para el conocimiento y la resolución del caso 
que se le somete.

78. Está probado en la presente causa que en el desarrollo del proceso destitutorio 
llevado a cabo por el Congreso peruano se presentaron, entre otras, las siguientes 
situaciones: a) que 40 congresistas enviaron una Carta al Tribunal Constitucional 
solicitando que se pronunciara sobre la inconstitucionalidad o no de la Ley 26657, 
relativa a la reelección presidencial; b) que algunos de los congresistas que enviaron 
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dicha comunicación luego participaron en las diferentes comisiones y subcomi-
siones que se nombraron en el proceso en estudio; c) que la «segunda sentencia» 
emitida por los magistrados García Marcelo y Acosta Sánchez, de 16 de enero de 
1997, no fue objeto de análisis, pese a que fue publicada irregularmente como un 
pronunciamiento aparte del emitido por el Tribunal; y d) que pese a la prohibición 
expresa del artículo 88°, j) del Reglamento del Congreso algunos miembros de la 
Comisión Permanente participaron en la votación sobre la destitución constitu-
cional. En razón de lo anterior, esta Corte concluye que el Congreso, en el proce-
dimiento del Juicio Político, no aseguró a los magistrados destituidos la garantía 
de imparcialidad requerida por el artículo 8.1 de la Convención Americana.

79. La Constitución Política del Perú establece el derecho de defensa de manera 
general en su artículo 2, inciso 23 y, específicamente, para el caso de la destitución 
de los magistrados, señala en su artículo 100, párrafo 2, que «el acusado tiene de-
recho, en este trámite, a la defensa por sí mismo y con asistencia de abogado ante 
la Comisión Permanente y ante el Pleno del Congreso».

80. Tal como ha quedado demostrado, se dieron las siguientes actuaciones en el 
procedimiento de destitución de las supuestas víctimas: a) la Comisión de Inves-
tigación fue nombrada por el pleno del Congreso para esclarecer la denuncia de 
la señora Delia Revoredo Marsano sobre una eventual sustracción de documentos 
tanto de propiedad de esta como del Tribunal, que se estaban dando en el seno 
del organismo, y con respecto a las amenazas que sufriera dicha señora. A la Co-
misión se le dio el mandato expreso de que no podía conocer de ningún asunto 
relacionado con el ejercicio de la función jurisdiccional del Tribunal Constitucio-
nal, y dicha Comisión en su informe hizo caso omiso a este mandato y señaló que 
hubo irregularidades durante la adopción de diferentes actos jurisdiccionales de 
dicho Tribunal, concluyendo que tres de los magistrados «usurparon» funciones 
del Tribunal Constitucional en pleno, con la venia del Presidente de dicho cuerpo 
colegiado; b) que luego de las declaraciones rendidas por los magistrados Acosta 
Sánchez y García Marcelo ante la Comisión de Investigación, los tres magistrados, 
supuestas víctimas en este caso, no fueron citados nuevamente ante esta Comi-
sión, con lo cual cuando esta rindió su informe dio por cierto lo afirmado por los 
dos magistrados mencionados, sin brindar la oportunidad a las supuestas víctimas 
para que ejercieran su derecho a presentar pruebas de descargo; c) que el 7 de 
mayo de 1997, una vez que las supuestas víctimas tuvieron conocimiento de la 
acusación constitucional en su contra, la Subcomisión Evaluadora les otorgó un 
plazo de 48 horas para ejercer su defensa, plazo que a pedido de los magistrados 
fue extendido hasta el 14 de mayo siguiente, fecha en que dicha Subcomisión emi-
tió su informe y lo remitió a la Comisión Permanente recomendando la acusación 
constitucional (supra 56.21 y 56.22); y d) que la resolución mediante la cual se 
aprobó la destitución no tenía fundamentación alguna.
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81. Este Tribunal ha señalado recientemente que las garantías establecidas en el 
artículo 8º de la Convención Americana suponen que las víctimas deben contar 
con amplias posibilidades de ser oídas y actuar en los procesos respectivos. En el 
caso sub júdice sucedieron los vicios apuntados (supra 80), lo cual no permitió 
a los magistrados contar con un proceso que reuniera las garantías mínimas del 
debido proceso establecidas en la Convención. Con ello en el caso en estudio se 
limitó el derecho de las víctimas a ser oídas por el órgano que emitió la decisión y, 
además, se restringió su derecho a participar en el proceso.

82. En cuanto al cambio en el objeto de la indagatoria de la Comisión de Investi-
gación, ello no solo transgredió el mandato expreso y la prohibición de revisar las 
actuaciones jurisdiccionales del tribunal de garantías establecidas por el Congreso, 
sino que además su actuación supuso que se violentaran las mismas normas de 
procedimiento interno que garantizaban el derecho de defensa de las supuestas 
víctimas. En cuanto a este último punto, el artículo 88º inciso d) del Reglamento 
del Congreso establece que «[quienes] comparezcan ante las Comisiones de In-
vestigación tienen el derecho de ser informados con anticipación sobre el asunto 
que motiva su concurrencia. Pueden acudir a ellas en compañía de un [abogado]». 
Evidentemente, cuando los magistrados comparecieron ante la Comisión de In-
vestigación, su intervención respondía a las denuncias hechas por la magistrada 
Revoredo y no a las supuestas anomalías que se produjeron en el Tribunal Consti-
tucional con ocasión de la adopción de la decisión y aclaración sobre la reelección 
presidencial, razón por la cual los magistrados no pudieron hacer conocer su pos-
tura con respecto a este punto.

83. Lo antedicho produjo la consiguiente restricción del derecho de defensa de 
los magistrados para presentar los descargos correspondientes a las imputaciones 
que se presentaban en su contra. Por una parte, los inculpados no tuvieron co-
nocimiento oportuno y completo de los cargos que se les hacían y se les limitó el 
acceso al acervo probatorio. El plazo otorgado para ejercer su defensa fue extre-
madamente corto, considerando la necesidad del examen de la causa y la revisión 
del acervo probatorio a que tiene derecho cualquier imputado. Por otra parte, a 
los magistrados inculpados no se les permitió contra interrogar a los testigos en 
cuyos testimonios se habían basado los congresistas para iniciar el procedimiento 
de acusación constitucional y concluir con la consecuente destitución.

84. De conformidad con los criterios establecidos por este Tribunal, es evidente 
que el procedimiento de Juicio Político al cual fueron sometidos los magistrados 
destituidos no aseguró a estos las garantías del debido proceso legal y no se cum-
plió con el requisito de la imparcialidad del juzgador. Además, la Corte observa 
que, en las circunstancias del caso concreto, el Poder Legislativo no reunió las 
condiciones necesarias de independencia e imparcialidad para realizar el Juicio 
Político contra los tres magistrados del Tribunal Constitucional.
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85. Por todo lo expuesto, la Corte considera que el Estado violó el derecho a las 
garantías judiciales, en perjuicio de los señores Manuel Aguirre Roca, Guillermo 
Rey Terry y Delia Revoredo Marsano, consagrado en el artículo 8º de la Conven-
ción Americana.

La CIDH también consideró que en el procedimiento de Juicio Político a los 
magistrados, se violó el artículo 25 de la Convención, referido a la protección 
judicial, que garantiza a las personas el derecho a contar con un recurso sencillo, 
rápido y efectivo para la protección de sus derechos, que podía ser satisfecho 
mediante el proceso de amparo. En tal sentido, consideró que cabía someter a 
amparo el examen judicial de las sanciones impuestas por el Congreso en el Juicio 
Político, no para valorar los aspectos políticos, pero sí para verificar el respeto al 
debido proceso. Señaló que ello había sido reconocido incluso por el Tribunal 
Constitucional peruano, pero que, debido a su composición —al estar integrado 
por magistrados que habían participado de los actos que culminaron con la des-
titución de los tres ex magistrados—, dicho órgano había carecido de imparciali-
dad para el juzgamiento del caso y protección de los derechos vulnerados. Así la 
CIDH señaló:

94. Esta Corte considera que los actos del proceso de destitución de los magistra-
dos del Tribunal Constitucional seguido ante el Congreso, que se hallan sometidos 
a normas legales que deben ser puntualmente observadas, pueden, por eso mismo, 
ser objeto de una acción o recurso judiciales en lo que concierne al debido proceso 
legal. Este control no implica valoración alguna sobre actos de carácter estricta-
mente político atribuidos por la Constitución al Poder Legislativo.

95. Vale resaltar que el propio Tribunal Constitucional peruano al decidir los re-
cursos de amparo de los magistrados destituidos señaló que:

El ejercicio de la potestad de sanción, específicamente la de destitución de altos 
funcionarios, no puede ser abiertamente evaluada en sede jurisdiccional, pues cons-
tituye un acto privativo del Congreso de la República, equivalente a lo que en 
doctrina se denomina «political [q]uestions» o cuestiones políticas no justiciables, 
[pero] también es cierto, que tal potestad no es ilimitada o absolutamente discre-
cional sino que se encuentra sometida a ciertos parámetros, uno de ellos y quizás el 
principal, el de su ejercicio conforme al principio de razonabilidad, pues no sería 
lógico ni menos justo, que la imposición de una medida de sanción, se adopte tras 
una situación de total incertidumbre o carencia de motivación. De allí que cuando 
existan casos en los que un acto de naturaleza política, como el que se cuestiona 
en la presente vía de amparo, denote una manifiesta trasgresión de dicho principio 
y por extensión de otros como el del Estado democrático de derecho o el debido 
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proceso material, es un hecho inobjetable que este colegiado sí puede evaluar su 
coherencia a la luz de la Constitución Política del Estado.

De lo trascrito se deduce que el Tribunal Constitucional estimó posible la revisión 
judicial de actos vinculados con un Juicio Político a efecto de evaluar si en aquellos 
se había cumplido con las garantías propias del debido proceso legal. Sin embargo, 
consideró también que, en este caso, se habían respetado tales garantías y conse-
cuentemente el recurso de amparo fue declarado infundado.

96. Dadas las consecuencias del presente caso, la Corte estima que el fracaso de los 
recursos interpuestos contra la decisión del Congreso que destituyó a los magistra-
dos del Tribunal Constitucional se debe a apreciaciones no estrictamente jurídicas. 
Está probado que quienes integraron el Tribunal Constitucional y conocieron el 
amparo de los magistrados destituidos, fueron las mismas personas que participa-
ron o se vieron involucradas en el procedimiento de acusación constitucional en el 
Congreso. En razón de lo anterior, de conformidad con los criterios y exigencias 
esgrimidas por este Tribunal sobre la imparcialidad del juez (supra 84 y 85), puede 
afirmarse que en la decisión de los amparos en el caso en análisis no se reunieron 
las exigencias de imparcialidad por parte del Tribunal que conoció los citados 
amparos. Por lo tanto, los recursos intentados por las supuestas víctimas no eran 
capaces de producir el resultado para el que habían sido concebidos y estaban 
condenados al fracaso, como en la práctica sucedió.

97. Por todo lo expuesto, la Corte considera que el Estado violó el derecho a la 
protección judicial, en perjuicio de los señores Manuel Aguirre Roca, Guillermo 
Rey Terry y Delia Revoredo Marsano, consagrado en el artículo 25º de la Con-
vención Americana.

6.	 La diferenciación entre Antejuicio y Juicio Político establecida por el 
Tribunal Constitucional

El Tribunal Constitucional, ya con una composición diferente por la reincorpo-
ración de los magistrados arbitrariamente destituidos y luego de la renovación de 
varios de sus integrantes, tuvo una nueva ocasión de pronunciarse respecto del 
Antejuicio y el Juicio Político, con motivo de la demanda de inconstitucionalidad 
contra el inciso j) del artículo 89 del Reglamento del Congreso, interpuesta por 
65 congresistas, el 1° de diciembre de 2003 (expediente 0006-2003-AI/TC). En 
esta demanda se sostiene que dicho inciso «supone un desconocimiento de la 
institución de la inmunidad parlamentaria y que vulnera los artículos 93, 99 y 
100 de la Constitución, dado que establece que basta una mayoría simple de los 
presentes en un pleno del Congreso para aprobar una acusación constitucional 
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contra uno de sus miembros, para ser sometido a un proceso judicial e, incluso, 
suspenderlo en sus funciones, inhabilitarlo o destituirlo».�

En lo esencial, esta sentencia del TC retoma y profundiza lo anteriormente seña-
lado, en los amparos interpuestos por los tres magistrados destituidos, en el senti-
do que los artículos 99 y 100 de la Constitución de 1993 han recogido dos proce-
dimientos de acusación constitucional de distinta naturaleza, alcance y finalidad: 
el Antejuicio y el Juicio Político. Respecto de cada uno de estos procedimientos, 
el Tribunal Constitucional ha señalado en dicha sentencia lo que sigue.

6.1.	El Antejuicio Político

Sostiene el Tribunal Constitucional que el Presidente de la República y los al-
tos funcionarios taxativamente señalados en el artículo 99 de la Constitución de 
1993, tienen el derecho de no ser procesados penalmente por la jurisdicción ordi-
naria sin haber sido sometidos previamente a un procedimiento, debidamente re-
gulado, ante el Congreso de la República, en el cual el parlamento debe determi-
nar la verosimilitud de los hechos materia de acusación, así como su subsunción 
en el tipo penal correspondiente a delitos de función establecidos en la ley. 

En el Antejuicio solo cabe formular acusaciones por las supuestas responsabili-
dades jurídico-penales y no políticas, por delitos cometidos en el ejercicio de las 
funciones. Así, una vez que el parlamento ha sometido a investigación la denun-
cia y ha determinado la existencia de suficientes elementos de juicio que, desde su 
perspectiva, configuran la comisión de un delito en el ejercicio de las funciones, 
actúa como entidad acusadora, suspende al acusado en el ejercicio de sus fun-
ciones y lo pone a disposición de la jurisdicción penal, para que esta aplique las 
sanciones jurídico-penales. 

En ese sentido, «el Antejuicio es una prerrogativa funcional de la que gozan deter-
minados funcionarios, con el propósito de que no puedan ser procesados ante la 
judicatura penal por los delitos cometidos en el ejercicio de sus funciones, sin que 
medie un procedimiento con las debidas garantías procesales ante el Congreso de 
la República y la consecuente acusación del propio Legislativo».� 

�	 Sentencia del Tribunal Constitucional, expediente 0006-2003-AI/TC. Antecedentes.
�	 Sentencia del Tribunal Constitucional, expediente 0006-2003-AI/TC. Fundamentos. El Ante-
juicio Político.
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6.2.	La inmunidad parlamentaria 

Señala el Tribunal Constitucional que los congresistas gozan tanto del privilegio 
de Antejuicio como de la inmunidad parlamentaria, prevista en el último párra-
fo del artículo 93 de la Constitución; mencionan que es importante diferenciar 
su alcance y su contenido. El procedimiento de levantamiento de la inmunidad 
parlamentaria está regulado en el artículo 16 del Reglamento del Congreso. Se 
trata de una garantía procesal penal de carácter político, de la que son titulares los 
cuerpos legislativos de un Estado, de modo que sus miembros no sean detenidos 
ni procesados penalmente por delitos comunes sin la aprobación previa del par-
lamento. Una vez determinada la ausencia de toda motivación política en la acu-
sación, el Congreso tiene el deber de levantar la inmunidad al imputado, quien 
queda sometido a la acción judicial sin ser suspendido en sus funciones. 

Desde el punto de vista material, en el procedimiento para el levantamiento de 
la inmunidad parlamentaria el Congreso no asume un rol acusatorio, sino estric-
tamente verificador de la ausencia de motivaciones políticas encubiertas en una 
acusación o denuncia de apariencia penal. La inmunidad parlamentaria opera 
solo respecto de delitos comunes, puesto que, en el caso de los delitos de fun-
ción, el Congreso deberá iniciar la investigación correspondiente a la acusación 
constitucional conforme con el artículo 89 de su Reglamento, con el propósito 
de determinar si hay o no lugar a la formación de causa y si corresponde levantar 
la prerrogativa del congresista, concebida a estos efectos ya no como inmunidad 
sino como privilegio de Antejuicio. 

Sin embargo, tanto el Antejuicio como el levantamiento de la inmunidad par-
lamentaria tienen un objeto sustancialmente análogo: la proscripción de ser 
procesado penalmente sin haber sido previamente despojado de la prerrogativa 
funcional en un procedimiento seguido en el seno del Congreso. No obstante, 
mientras que para el levantamiento de la inmunidad parlamentaria el Reglamento 
del Congreso exigía expresamente la votación conforme de la mitad más uno del 
número legal de congresistas (último párrafo del artículo 16 del Reglamento), en 
el inciso j) del artículo 89 no se hacía mención expresa sobre cuál es el número 
de votos necesarios para aprobar la acusación en el Antejuicio Político; solo se 
limitaba a establecer que: 

[…] luego de la sustentación del informe y la formulación de la acusación cons-
titucional por la Subcomisión Acusadora y el debate, el Pleno del Congreso vota, 
pronunciándose en el sentido de si hay o no lugar a la formación de causa a con-
secuencia de la acusación. En el primer caso, queda el acusado en suspenso en el 
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ejercicio de sus funciones y sujeto a juicio según ley, sin perjuicio de lo señalado 
en el primer párrafo del artículo 100º de la Constitución Política. En el segundo 
caso, el expediente se archiva […].

El Tribunal Constitucional consideró que el Congreso no goza de discrecionali-
dad para establecer, a través de su Reglamento, la votación requerida para apro-
bar la acusación constitucional. En ese sentido, el hecho de que el artículo 99 
de la Constitución no precise cuál es el número mínimo de votos congresales 
necesarios para acusar constitucionalmente a los funcionarios, no implica que la 
regulación legal de esta institución pueda expedirse al margen del principio de 
razonabilidad. 

Para el Tribunal Constitucional, el inciso j) del artículo 89 del Reglamento del 
Congreso vulneraba el principio de razonabilidad, dado que no establecía el requi-
sito de la mitad más uno del número legal de miembros del Congreso para levantar 
la prerrogativa funcional a que da lugar el Antejuicio Político. Considera también 
que la disposición puede adecuarse al parámetro de control constitucional, a través 
de una «sentencia interpretativa ‘integrativa’». De modo que es posible encontrar 
la norma impugnada en el artículo 16 del Reglamento, que regula una materia 
sustancialmente análoga.

En consecuencia, el Tribunal Constitucional consideró que debe interpretarse que 
el número mínimo de votos necesarios para aprobar una acusación constitucional 
por la presunta comisión de delitos de función es aquel al que se refiere el último 
párrafo del artículo 16 del Reglamento del Congreso, es decir, la mitad más uno 
de su número legal de miembros. Sostiene que esta es la interpretación que debe 
darse al inciso j) del artículo 89 del Reglamento del Congreso, a fin de evitar apli-
caciones irrazonables. Aunque en estos casos, dado que el Congreso declara haber 
o no lugar a la formación de causa sin participación de la Comisión Permanente, 
la votación favorable deberá ser la mitad más uno del número de congresistas, sin 
contar en tal cómputo a los miembros de la referida comisión. 

6.3.	La potestad del Congreso de aplicar sanciones por los delitos de función 
declarados por el Poder Judicial 

Sostiene el Tribunal Constitucional que el primer párrafo del artículo 100 de la 
Constitución faculta al Congreso, sin participación de la Comisión Permanente, 
para imponer al funcionario público cuya acusación ha sido aprobada las sancio-
nes de suspensión, destitución y/o inhabilitación hasta por diez años para ejercer 
cualquier función pública. Sin embargo, el Tribunal Constitucional considera 
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que dichas sanciones no pueden imponerse sin que la responsabilidad por dichos 
delitos haya sido previamente declarada por el Poder Judicial. Si así no ocurriera, 
se quebrarían los principios de separación de poderes (artículo 43 de la Constitu-
ción) y de presunción de inocencia (párrafo e, inciso 24, de su artículo 2). 

Por ello, la referida frase del inciso j) del artículo 89 del Reglamento del Congreso 
debe ser interpretada como aquella potestad sancionadora de la que es titular el 
Congreso, para imponer las sanciones previstas en el primer párrafo del artículo 
100 de la Constitución, es decir, por los delitos cometidos en el ejercicio de sus 
funciones por los funcionarios enumerados en el artículo 99 de la Constitución, 
«siempre que dichos delitos hayan sido previamente declarados como tales en una 
sentencia firme expedida por el Poder Judicial», con lo cual queda proscrita toda 
interpretación contraria.�

En consecuencia, sostiene el TC, a los casos de delitos cometidos por funcionarios 
públicos en el ejercicio de sus funciones, le son aplicables tanto una sanción penal 
por parte del Poder Judicial como una ulterior sanción política —las previstas en el 
primer párrafo del artículo 100 de la Constitución—. La sanción política impuesta 
ulteriormente por el Congreso en estos casos, luego de producida una sentencia 
penal condenatoria, ya no requiere de una votación calificada, sino que basta una 
mayoría simple para aplicar las sanciones de destitución o inhabilitación, dado que 
la responsabilidad penal ya fue acreditada y declarada judicialmente.

6.4.	El Juicio Político por infracción constitucional 

El Tribunal Constitucional considera que la función sancionadora del Congreso 
no solo puede ser ejercida en caso de sentencia condenatoria del Poder Judicial, 
por delitos funcionales en los que incurran los funcionarios previstos en el artícu-
lo 99 de la Constitución, sino también en los casos en que se configuren respon-
sabilidades políticas, aun cuando no exista la comisión de un delito. 

Según el criterio del Tribunal Constitucional, ello quiere decir que en la Constitu-
ción también se ha incorporado el Juicio Político, aplicable a los altos funcionarios 
enumerados en su artículo 99 en razón de las «faltas políticas» cometidas en el 
ejercicio de sus funciones, con la finalidad de «retirar el poder de quien hace mal 
uso de él e impedir que […] pueda ser reinvestido de poder en el futuro» […]. Al 
respecto, Bidart Campos refiere que «se lo denomina juicio político […] porque 
no es un juicio penal; en él no se persigue castigar sino separar del cargo; no juzgar 

�	 Sentencia del Tribunal Constitucional, expediente 0006-2003-AI/TC, fundamento 15. 
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un hecho como delictuoso, sino una situación de gobierno como inconveniente 
para el Estado […]».� 

En estos casos, la razón del despojo del cargo no tiene origen en la comisión de 
un delito, sino de faltas que aminoran, en grado sumo, la confianza depositada 
en el funcionario, la que debe ir indefectiblemente ligada al cargo que ostenta. 
De esta manera, en el Juicio Político el funcionario es acusado, procesado y, de 
ser el caso, sancionado por el propio Congreso, por faltas única y estrictamente 
políticas.� El Tribunal Constitucional, no obstante, considera que, aunque no se 
ha previsto en la Constitución la votación necesaria para aplicar las sanciones en 
los casos de juicios políticos, dicha omisión ni siquiera se encuentra prevista en el 
ordenamiento para casos sustancialmente análogos, por lo que no cabe recurrir a 
una sentencia integrativa. 

Para ello, tomando en cuenta una interpretación razonable, al momento de apro-
barse un reglamento, deberá tenerse en cuenta que los artículos 157 y 161 de 
la Constitución establecen que, para la remoción de los miembros del Consejo 
Nacional de la Magistratura y del Defensor del Pueblo, se requiere el voto confor-
me de los dos tercios del número legal de miembros del Congreso. Por lo tanto, 
es necesario que, para destituir del cargo a los otros funcionarios previstos en el 
artículo 99 de la Constitución, o para inhabilitarlos hasta por diez años en el ejer-
cicio de la función pública por infracción de la Constitución, el número de votos 
no sea menor a los dos tercios del Congreso, sin participación de la Comisión 
Permanente.

De lo expuesto, puede concluirse que el Tribunal Constitucional considera, dado 
que el Antejuicio debe versar sobre materia estrictamente jurídico-penal, que el 
Congreso solo puede acusar y levantar la prerrogativa funcional del funciona-
rio para que sea sometido a juicio sin poder sancionarlo. La acusación debe ser 
aprobada por la mitad más uno del número legal de congresistas, sin considerar 
a los miembros de la Comisión Permanente, ya que esta es el ente acusador. Una 
vez declarada judicialmente la responsabilidad penal del funcionario, entonces el 
Congreso puede aplicar las sanciones políticas de destitución o inhabilitación a 
que se refiere el primer párrafo del artículo 100 de la Constitución; al existir una 
sentencia judicial condenatoria, bastará para ello la votación favorable de una 
mayoría simple.

�	 Sentencia del Tribunal Constitucional, expediente 0006-2003-AI/TC, fundamento 19.
�	 Sentencia del Tribunal Constitucional, expediente 0006-2003-AI/TC, fundamentos 20 y 21.
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En cambio, para el TC el Juicio Político es un procedimiento de contenido emi-
nentemente político, seguido en su totalidad ante el Congreso de la República, 
en el que este tiene la potestad de sancionar al alto funcionario por la comisión 
de infracciones de la Constitución que no constituyen delitos de función. En tal 
supuesto, es imperativo que la aprobación de la sanción requiera el voto favorable 
de por lo menos dos tercios del número de congresistas, sin participación de la 
Comisión Permanente.

7.	 ¿Hay realmente diferencia entre Juicio Político y Antejuicio en la 
Constitución de 1993?

Como ya hemos señalado, el impeachment es una institución de origen inglés, 
adaptada por el sistema norteamericano y luego acogida en diversos ordenamien-
tos constitucionales, denominada mayormente «Juicio Político» en la doctrina 
jurídica en castellano. El impeachment pretende proteger al Estado y a la ciuda-
danía frente a los comportamientos ilícitos, arbitrarios o indebidos en la gestión 
pública de las altas autoridades; como consecuencia, despoja al responsable de su 
cargo o le impone la inhabilitación política. Conforme señala Valentín Paniagua 
(1995: 127), este procedimiento parlamentario no busca la sanción penal de la 
persona acusada ni de sus bienes. En ese sentido, es materia de impeachment toda 
conducta que deshonre la función, se trate o no de un delito o infracción de la 
Constitución. La resolución final busca únicamente bien la destitución del fun-
cionario o forzarlo a dimitir. Los objetivos del impeachment se agotan cuando el 
funcionario deja de estar en el cargo, sin que importe una sanción penal.

A su vez, Domingo García Belaunde (2005: 173) anota que el impeachment perdió 
toda aplicación práctica en el Reino Unido y el constitucionalismo británico desde 
1805. Sostiene que ello ocurrió a consecuencia de que «a principios del siglo xix 
empezó a asentarse en definitiva el régimen parlamentario en Inglaterra (en especial, 
en 1832 con las reformas de ese año), quedando el Rey tan limitado y tan sujeto 
al control parlamentario, que encontraron otros medios más rápidos y más eficaces 
para hacer efectiva la responsabilidad política, sin perjuicio de los delitos que pudie-
ran cometerse en el cargo, que en este caso, lo llevarían los tribunales comunes».

Explicando la recepción del impeachment en los Estados Unidos de Norteamérica 
y su ulterior traducción en Latinoamérica, el profesor García Belaunde (2005: 
174), apoyándose en el importante tratado de Joseph Story, quien fuera juez de la 
Suprema Corte, comenta respecto de dicha institución lo siguiente: 
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[el impeachment] es un proceso político, que sin embargo, podía acabar en el Poder 
Judicial […]. Y tiempo más tarde, la obra se traduce al castellano en forma casi 
simultánea: en Argentina en 1860 y en México en 1879, ambas traducciones con 
varias ediciones. Y en ambos casos, los dos traductores al ver la palabra impeach-
ment, la traducen como «Juicio Político», haciendo caso de la indicación de Story 
de que esa era la naturaleza del instituto. Un gran estadista brasileño, Ruy Barbosa, 
a poco de inaugurarse la República en 1891, introdujo el mismo vocabulario, 
conjuntamente con la literatura jurídica norteamericana. En el Uruguay, un emi-
nente constitucionalista de fines del siglo xix, Justino Jiménez de Aréchaga, en su 
célebre estudio sobre el Poder Legislativo, lo traduce de igual manera. Y en el Perú, 
lo hacen varios de esa época, como Luís Felipe Villarán. Sin embargo, tiempo 
después hubo algunos comentaristas que optaron por traducir impeachment por 
«acusación», lo cual era una traducción casi literal. Y otros lo llamaron Antejuicio, 
precisamente porque era la antesala de un proceso en forma. Esto es, una sola pa-
labra dio lugar a tres traducciones distintas, que en el fondo significan lo mismo. 
La doctrina peruana la ha usado como equivalentes, pero con preferencia por el 
último, o sea, por Juicio Político, que es la traducción más englobante. Y que es de 
uso pacífico en la doctrina constitucional latinoamericana.

Por ello Domingo García Belaunde discrepa de quienes, como el Tribunal Cons-
titucional, interpretan el artículo 100 de la Constitución de 1993 y las variaciones 
que introduce a nuestro tradicional Antejuicio Político, en el sentido de establecer 
una diferencia o distinción entre Antejuicio y Juicio Político. Para el distinguido 
maestro peruano, ambos términos se refieren a lo mismo y tampoco cabe asumir 
que existen dos instituciones diferentes en la referida norma de la Carta de 1993. 
Así señala: 

Sin embargo, hay algunas voces en nuestro medio que sostienen que se trata de 
tres cosas distintas, sobre la base de una lectura sesgada de la Constitución peruana 
de 1993. Y esto, en realidad, me parece discutible. Lo que ha hecho la Carta de 
1993, es modificar nuestro tradicional Antejuicio o Juicio Político, deformándolo, 
ampliándolo, mejorándolo o como queramos llamarlo (aquí no vamos a hacer un 
juicio de valor), pero en el fondo, sigue siendo el mismo, si bien con variantes im-
portantes y diría que potencialmente peligrosas. Pero eso no autoriza, pienso yo, a 
distinguir donde no hay ningún respaldo doctrinario ni histórico (p. 174).

En suma, Domingo García Belaunde considera que en el Perú Antejuicio y Juicio 
Político siempre han sido lo mismo y que, a pesar de que la Carta de 1993 haya mo-
dificado el esquema tradicional del Antejuicio e incorporado las sanciones políti-
cas de destitución e inhabilitación, al margen de la eventual sanción penal, ello no 
autoriza a sostener que esta Constitución establece dos instituciones «diferentes»  
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o que se pueda distinguir estas. Por ello, al preguntarse si el modelo de la Carta de 
1993 es el del Juicio Político «de siempre», responde: 

Pues claro que sí. Que no haya seguido el modelo histórico, y más aun que haya 
aislado la facultad de la inhabilitación, abriendo la puerta a eventuales excesos, no 
nos autoriza a cambiarle de nombre, que es el de siempre. Pretender decir que uno 
es el Antejuicio y otro es el Juicio Político, es un ingenioso juego de palabras que 
no se compadece con la naturaleza de la institución, ni con su desarrollo histórico. 
El impeachment se tradujo siempre así, no obstante que existen varios modelos 
de Juicio Político. Y no existe ninguna razón valedera para distinguir donde ni la 
doctrina, ni la legislación, ni la historia, han distinguido.

Si el modelo nos parece arbitrario, llamémoslo así; un Juicio Político autoritario, 
antidemocrático o como queramos llamarlo. Pero no le cambiemos de nombre, 
porque en derecho no es saludable jugar con las palabras ni darles un sentido distin-
to a lo que siempre fueron. Por lo menos, mientras no cambie la situación actual de 
aceptación generalizada en el Derecho comparado (García Belaunde 2005: 178).

En opinión de Valentín Paniagua (1995: 128), esta innovación no puede asi-
milarse al Juicio Político por las siguientes razones. En el caso del Antejuicio 
peruano se busca hacer efectivas, políticamente, responsabilidades que son de 
naturaleza jurídica. En el Antejuicio no se juzga ni se sanciona. Se cumple, más 
bien, con una suerte de función de Ministerio Público, con el propósito de le-
vantar la inmunidad para que los órganos jurisdiccionales procesen la conducta. 
La suspensión del cargo se justifica, pues el acusado no puede cargar consigo la 
dignidad del cargo, ni entorpecer, por la posición que ocupa, el desarrollo del 
proceso (Paniagua 1995: 129).

A diferencia de García Belaunde y Paniagua, para el Tribunal Constitucional la 
inclusión en el artículo 100 de la Carta de 1993 de esta sanción política de des-
titución del cargo o inhabilitación, figura típica del impeachment y distinta de la 
mera aprobación por el Congreso de una autorización para que el acusado sea 
sometido a juicio («Antejuicio»), sirve de fundamento para sostener que, a partir 
de entonces, cabe en el Perú diferenciar el Antejuicio y el Juicio Político como 
dos procedimientos con distinto resultado emanados de la misma norma consti-
tucional. 

En realidad, considero que el problema es complejo. El tradicional Antejuicio 
peruano solo suponía que el Congreso aprobase la procedencia de juicio penal, 
ante la Corte Suprema, contra el alto funcionario acusado de cometer delitos en 
el ejercicio de sus funciones o infracciones de la Constitución. Era, pues, una 
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habilitación o autorización para el juzgamiento, y el Congreso actuaba como 
acusador, pero no podía imponer sanción jurídica o política alguna; solamente 
el acusado quedaba suspendido en el cargo hasta que concluya el proceso penal. 

Debe reconocerse que este Antejuicio peruano no coincide plenamente con el 
clásico impeachment británico y el Juicio Político adoptado en la mayoría de orde-
namientos latinoamericanos, pues no contempla la posibilidad de que el Congre-
so imponga al acusado las sanciones políticas de destitución o inhabilitación. El 
artículo 100 de la Carta peruana de 1993 introdujo así una novedad importante: 
Además de disponer que, de aprobarse la acusación por delitos o infracciones de 
la Constitución cometidos en el ejercicio de la función, el acusado será sometido 
a juicio ante la Corte Suprema y podrá ser suspendido del cargo —el tradicional 
Antejuicio—, permite también ahora que el Congreso pueda imponer la sanción 
de destitución del cargo o de inhabilitación para el desempeño de toda función 
pública hasta por diez años. Es esto último lo que configuraría, en opinión de al-
gunos, la incorporación del Juicio Político y de una figura similar al impeachment, 
distinta y adicional a nuestro tradicional Antejuicio.

Considero, pues, que existe en el artículo 100 de la Constitución de 1993 un 
cambio sustantivo en el tradicional Antejuicio. ¿Habilita ello a señalar que ahora 
existen dos instituciones distintas, el Antejuicio y el Juicio Político, que deben 
someterse a requisitos y consecuencias diferentes? El Tribunal Constitucional ha 
considerado que sí, y así lo ha establecido en una sentencia interpretativa e «in-
tegrativa», ordenando que, en adelante, se adopte esta interpretación de la Cons-
titución y las votaciones que establece. Como ya hemos visto, el Reglamento del 
Congreso incorporó lo dispuesto por la sentencia del Tribunal Constitucional en 
cuanto a las distintas votaciones calificadas requeridas para aprobar el Antejuicio 
y el Juicio Político, así como respecto a las condiciones para la procedencia de la 
aplicación de sanciones.

También es verdad que el Tribunal Constitucional realizó una interpretación que 
reformula sustancialmente el sentido con que se venía entendiendo y aplicando el 
artículo 100 de la Constitución, lo que ha hecho que algunos consideren que ex-
cedió sus atribuciones al efectuar una reforma de la norma constitucional, a pesar 
de no declarar inconstitucional el precepto del Reglamento del Congreso. Aunque 
se trata de una decisión controvertida, considero que el Tribunal Constitucional 
buscó «racionalizar» la aplicación del Antejuicio o Juicio Político, ante las reformas 
que introdujo el constituyente de 1993 y algunos excesos parlamentarios obser-
vados en el uso del instituto, que creaban el riesgo de que pudieran proliferar por 
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su utilización y manipulación política. El establecimiento de mayorías calificadas 
más elevadas, extraídas del tratamiento dado por la propia Constitución a otras 
instituciones afines, fue una forma de fijar ciertos frenos o «candados» preventivos 
y racionalizadores frente a la actuación de las mayorías políticas en el Congreso, 
exigiéndoles obtener niveles más altos de consenso o aprobación para poder im-
poner sanciones. 

Si bien es cierto que la ausencia de norma sobre el número de votos exigidos para 
aprobar la acusación constitucional, tanto en la Constitución como en el texto 
original del Reglamento del Congreso, puede dar pie a sostener que resultaría 
aplicable la regla de la simple mayoría de votos, como se venía interpretando an-
tes de la sentencia del Tribunal Constitucional, encuentro razonable y equitativa 
la exigencia de una mayoría calificada de votos de los congresistas, la mitad más 
uno, para la aprobación de la acusación y el Antejuicio, por ser esta la misma 
mayoría exigida para el levantamiento de la inmunidad parlamentaria, que no 
supone sanción alguna, sino solo la autorización para habilitar un juzgamiento.

Cierto es también que una interpretación literal del artículo 100 de la Constitu-
ción llevaría a admitir que las sanciones de destitución o inhabilitación —y, obvia-
mente, la medida de suspensión del cargo— podían ser adoptadas por el Congreso 
inmediata y directamente tras la aprobación de la acusación. Ello es distinto a lo 
establecido e «interpretado» por el Tribunal Constitucional, en el sentido de que, 
tratándose de una acusación de contenido penal, tales sanciones políticas solo po-
drían imponerse luego de producida una sentencia penal condenatoria por delitos 
cometidos en el ejercicio de la función. Y si bien la exigencia de una votación 
favorable de dos tercios de congresistas, para imponer las sanciones de destitución 
o inhabilitación por infracciones de la Constitución, o para vacar al Presidente de 
la República por incapacidad moral, recoge esta cifra de la propia Constitución, 
que la contempla para remover a los miembros del Consejo Nacional de la Ma-
gistratura o al Defensor del Pueblo, introduce una distinción que, aunque pueda 
parecernos «razonable», es verdad que «no está escrita» en el texto del artículo 100 
de la Constitución, como tampoco lo está la propia existencia de un Juicio Político 
con características propias, distintas al tradicional Antejuicio, aplicable cuando no 
habrá ulterior juicio penal. 

Por lo expuesto, forzoso es reconocer que el artículo 100 de la Constitución de 
1993 introdujo una modificación sustancial de nuestro tradicional Antejuicio, y 
que el Tribunal Constitucional, mediante su sentencia, reformuló íntegramente la 
interpretación y la aplicación del precepto constitucional. Buscó, así, racionalizar 
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el uso de la institución, aunque dándole un alcance y sentido bastante distinto del 
que fluye a partir del texto literal de la norma. Es para justificar esta «reingeniería» 
de la norma constitucional que el Tribunal Constitucional introduce la diferencia 
entre Antejuicio y Juicio Político; finalmente, arriba a un resultado positivo en 
cuanto modera los posibles excesos que propicia la norma, sin que por ello pueda 
soslayarse que esta tarea interpretativa va bastante más allá de lo que «dice» la 
Constitución. 

Finalmente, creo necesario establecer una precisión respecto a una cierta insi-
nuación o afirmación de la sentencia del Tribunal Constitucional, en el sentido 
de que el Juicio Político habilita también al Congreso a imponer sanciones por 
responsabilidades políticas propias de la gestión del alto funcionario. Si bien las 
sanciones previstas para el Juicio Político son, precisamente, políticas y no pena-
les, pues tales infracciones no están tipificadas penalmente, no puede perderse de 
vista que nuestra Constitución, al igual que sus antecesoras, alude expresamente a 
conductas que configuren infracciones de la Constitución, lo que supone una fal-
ta o trasgresión de alguna norma constitucional. En consecuencia, de no haberse 
producido tal infracción, no habrá mérito para impulsar el Juicio Político ni para 
imponer sanción política alguna. Nuestra Constitución no faculta ni autoriza a 
utilizar el Juicio Político para imputar responsabilidades meramente políticas o 
cuestionar el desempeño político del funcionario o ex funcionario, sin que medie 
también una infracción constitucional. 

8. 	Las infracciones de la Constitución: el problema de su tipificación y 
sanción en el Juicio Político 

Nuestra tradición constitucional siempre ha incluido como materia de acusación 
constitucional y Antejuicio o Juicio Político, además de los delitos cometidos en 
el ejercicio de la función, la imputación de infracciones de la Constitución. Según 
Víctorhugo Montoya, la infracción constitucional es todo supuesto establecido 
dentro de una norma constitucional que afecta el Estado de derecho y ante el cual 
se imputan sanciones determinadas. Por lo general, la infracción constitucional 
ha sido tomada en los textos constitucionales como una figura abierta. En la 
Constitución gaditana de 1812 se estableció el juicio de acusación parlamentaria 
para sancionar la infracción surgida de la inobservancia de la Constitución. Como 
esta no establecía claramente los supuestos de infracción, el desarrollo debía ser 
jurisprudencial. Sin embargo, las Cortes fueron reacias a intervenir (Montoya 
2005: 241).
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En el Perú, la Ley de Acusación Constitucional de 1834 sancionaba al Presidente 
y ministros de manera «abierta» con la destitución del cargo por «la afectación del 
Estado, la vulneración de los derechos de las personas y por incumplimiento de los 
deberes de función o las limitaciones del poder» (Montoya 2005: 243). Ninguna 
de nuestras constituciones ni la legislación, incluso actualmente, han realizado una 
especificación precisa de los supuestos en que se configura la infracción constitucio-
nal, lo que hace que se pueda caer en supuestos creados por el Congreso. Se permite 
juzgar sobre la base de una afectación genérica a la Constitución, sin definir cuándo 
se produce un supuesto de infracción.

Se ha comentado que, hasta antes de la Constitución de 1993, al no estar tipi-
ficadas las infracciones constitucionales, ni prevista una sanción específica para 
ellas, si en un Antejuicio se aprobaba una acusación constitucional sin contenido 
penal, el asunto quedaba trunco y sin sanción, una suerte de «saludo a la bande-
ra», pues no correspondía pasar al proceso judicial, ante la falta de imputación de 
delito, ni se contemplaba alguna otra sanción política para el acusado. Incluso el 
término Antejuicio no era verdaderamente apropiado, pues no era la antesala de 
autorización de un juicio penal. Pero con el artículo 100 de la Constitución de 
1993 aparentemente se superó este vacío, como ha sostenido el Tribunal Consti-
tucional, al prever sanciones políticas, como la destitución o la inhabilitación del 
funcionario o ex funcionario, que podían imponerse por el Congreso al aprobar 
una acusación sin contenido penal por medio del Juicio Político, imputando una 
infracción de la Constitución. 

Pero ello ha llevado a preguntarse si resulta factible actualmente, y conforme a la 
Constitución, que se pueda sancionar las infracciones constitucionales, sin que 
estas se hayan tipificado. Buscando identificar los supuestos que harían incurrir a 
los altos funcionarios públicos en una infracción constitucional, el profesor César 
Landa considera que existen tres tipos o grados de intensidad de la infracción:

–	 Leve: Cuando se afecta un mandato constitucional abierto o principio cons-
titucional de optimización; por ejemplo, el deber primordial del Estado de 
promover el bienestar general (artículo 44);

–	 Intermedia: Cuando se infringe un mandato constitucional expreso y directo; 
por ejemplo, tienen prioridad en el Congreso la aprobación de las normas 
de descentralización y, entre ellas, las que permiten tener nuevas autoridades 
elegidas a más tardar en 1995 (Octava Disposición Final y Transitoria);
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–	 Grave: Cuando se viola un mandato claro y vinculante, por ejemplo, el man-
dato presidencial es de cinco años, no hay reelección inmediata (artículo 112); 
cuando se viola un valor democrático, por ejemplo, el Presidente de la Repú-
blica se elige por sufragio directo (artículo 111); o cuando se viola un princi-
pio constitucional –como el principio de supremacía constitucional: la Cons-
titución prevalece sobre la norma legal (artículo 51)– que ponga en peligro al 
propio Estado constitucional (Landa 2004: 9-10).

A su vez, Víctorhugo Montoya (2005: 261-262; 268; 299; 300; 308; 310-311), 
a partir del estudio y sistematización de algunos supuestos en los cuales se for-
mularon denuncias por infracción de la Constitución contra altos funcionarios 
públicos en los años pasados, intentó tipificar algunas infracciones. Así califica y 
agrupa las infracciones constitucionales en: vulneración del sistema estatal, in-
fracción al régimen económico y de la potestad tributaria estatal, vulneración de 
los órganos del Estado, violación de la soberanía nacional, inobservancia reiterada 
de compromisos públicos, menoscabo presupuestario y corrupción, usurpación 
absoluta del poder, desestabilización interna.

Considero que una infracción constitucional es aquella conducta del alto funcio-
nario o ex funcionario que configura una trasgresión manifiesta de un precepto 
constitucional que impone un mandato, un deber de función o actuación, sin que 
ello se encuentre tipificado penalmente como delito. De modo que no procederá 
por tal conducta inconstitucional el procesamiento judicial o sanción penal del 
infractor, pero sí su sanción política por el Congreso de este accionar reprobable, 
consistente en la destitución del cargo o la inhabilitación para el desempeño de 
toda función pública hasta por diez años. 

Por esta misma razón, encuentro innecesario e incongruente proponer la tipifica-
ción específica de las conductas que configuran una infracción de la Constitución 
y su sanción respectiva. Con ello se incurre en el error de querer «penalizar» o 
criminalizar tales infracciones, con lo que se convertirían en una suerte de delitos, 
quedando sujetas a las reglas del Derecho Penal. La razón de ser de extender el 
Juicio Político a las infracciones de la Constitución es, precisamente, imponer una 
sanción política a quienes han actuado de manera contraria a mandatos emanados 
de la Constitución, a pesar que este proceder no esté calificado como un delito. Si 
lo estuviera, obviamente dejaría de ser una mera infracción constitucional para con-
vertirse en un ilícito penal, lo que tornaría innecesaria la diferenciación. Por ello no 
cabe considerar dentro del rubro infracciones de la Constitución aquellas conductas 
que ya reciben tipificación penal específica. Cierto es que el criterio que propongo 
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se presta a una interpretación amplia y flexible en la calificación por el Congreso 
de las conductas del funcionario que configuran una infracción de la Constitución. 
Pero esa es la naturaleza y el sentido del Juicio Político, riesgos que se modulan en-
tendiendo que la conducta a sancionar tiene que suponer una violación manifiesta 
o un desacato directo de lo establecido por un precepto constitucional. 

Tampoco estimo necesario que se tengan que tipificar las sanciones específicas 
para cada infracción constitucional. La Constitución de 1993, en su artículo 100, 
independientemente de la consideración y valoración que nos merezca el conteni-
do de la norma, prevé la sanción genérica que corresponde a cualquier infracción 
constitucional. Esta es de tipo estrictamente político y consiste en la destitución 
del cargo o la inhabilitación para el desempeño de la función pública hasta por 
un término de diez años. Corresponderá al Congreso evaluar la gravedad de la in-
fracción constitucional cometida y del caso concreto, para graduar y determinar, 
dentro de estos límites, la sanción a imponer al acusado. Por lo demás, la elevada 
votación de dos tercios de los congresistas, fijada por el Tribunal Constitucional 
para imponer estas sanciones en el Juicio Político, ahora incorporada expresamen-
te en el Reglamento del Congreso, es otro mecanismo que morigera el riesgo de 
su utilización arbitraria.

9. 	Algunas conclusiones y reflexiones finales

En el Perú, desde nuestras primeras constituciones, el denominado Antejuicio 
Político tuvo algunas características propias y distintas respecto al impeachment y 
Juicio Político imperante en los otros países latinoamericanos. En el Antejuicio 
tradicionalmente regulado en las constituciones peruanas, la acusación constitu-
cional ante el Congreso, formulada contra el Presidente de la República o los altos 
funcionarios dotados de esta prerrogativa, por la imputación de delitos cometidos 
en el ejercicio de la función o infracciones constitucionales, solo tenía por objeto 
que el Congreso apruebe o no la procedencia de la acusación y, en caso afirmati-
vo, que el acusado quede automáticamente suspendido en el cargo y sometido a 
juicio penal ante la Corte Suprema. No existía, pues, ni la destitución o la inha-
bilitación impuestas por el Congreso, características del impeachment y del Juicio 
Político latinoamericano, medidas que quedaban supeditadas a lo dispuesto por 
la sentencia judicial respecto a la responsabilidad penal o constitucional. Así, un 
órgano político, el Congreso, decidía si procedería el juzgamiento del acusado 
ante la Corte Suprema, actuando como ulterior acusador o denunciante, pero sin 
realizar propiamente un «juzgamiento» ni imponer sanciones. Lo que si fue una 
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constante en nuestras constituciones es que, una vez aprobada la acusación por el 
Congreso, el acusado quedaba suspendido en sus funciones y sometido a juicio. 

Este tradicional Antejuicio peruano experimentó una modificación importante, 
aunque insuficientemente explicitada y regulada, en la Constitución de 1993, cuyo 
artículo 100 contempla la posibilidad de que el Congreso imponga al acusado las 
sanciones políticas de destitución del cargo y la inhabilitación para el desempeño 
de la función pública hasta por diez años. Con ello se asemeja más al Juicio Político 
latinoamericano, aunque conserva ciertas características propias, careciéndose de 
una adecuada regulación constitucional del cambio introducido. La modificación 
de nuestro tradicional Antejuicio ha sido criticada por algunos sectores de la doc-
trina nacional, por los riesgos que puede suponer la imposición de sanciones al 
acusado por el Congreso, dada la naturaleza esencialmente política de este órgano, 
que incide en que sus decisiones se adopten a partir de consideraciones políticas 
antes que jurídicas, según la correlación de fuerzas existentes a su interior. 

Si bien la Constitución de 1993 no hace mención expresa a la incorporación del 
Juicio Político ni una distinción entre este y el tradicional Antejuicio, el Tribu-
nal Constitucional, en la sentencia recaída en el proceso de inconstitucionalidad 
006-2003-AI/TC, ha interpretado y establecido que actualmente coexisten (en 
el procedimiento de acusación constitucional contemplado en los artículos 99 y 
100 de la Carta) ambas instituciones, procediendo a diferenciarlas, recurriendo a 
una «sentencia integrativa» para llenar los vacíos que estima existentes. Con este 
fundamento, el TC ha desarrollado en su sentencia una regulación especial y con 
ciertas distinciones para el caso del Antejuicio y del Juicio Político.

De un lado, el TC considera que cuando se acusa al Presidente de la República 
o alguno de los altos funcionarios, taxativamente señalados en el artículo 99 de 
la Constitución, por la comisión de algún delito en el ejercicio de sus funciones, 
nos encontramos en el Antejuicio. La aprobación de la acusación (de contenido 
penal) por el Congreso deberá realizarse por la mitad más uno del número legal 
de congresistas, sin considerar a los miembros de la Comisión Permanente, por 
ser el órgano acusador. La exigencia de esta mayoría calificada, no señalada en la 
Constitución ni en la versión original del Reglamento del Congreso, fue estable-
cida por el TC aplicando la misma mayoría que se exige en la Carta para aprobar 
el voto de censura contra los ministros y en el Reglamento del Congreso para 
autorizar el levantamiento de la inmunidad de un parlamentario. 

En este Antejuicio, el Congreso se limita a aprobar la procedencia o no de la 
acusación y, en caso afirmativo, el acusado queda sometido a juicio penal ante 



Francisco José Eguiguren. Antejuicio y Juicio Político en el Perú 153

la Corte Suprema. Solo si ulteriormente la sentencia de la Corte Suprema es 
condenatoria, el Congreso podrá imponer al acusado las sanciones previstas en el 
artículo 100 de la Constitución, es decir la destitución del cargo o la inhabilita-
ción política para el desempeño de cualquier cargo o función pública hasta por 
diez años. La aplicación de dicha sanción, por estar sustentada en la sentencia 
penal condenatoria previa, solo requerirá para ser aprobada por el Congreso de la 
votación de una mayoría simple de parlamentarios.

De otro lado, el Tribunal Constitucional considera que nos encontramos ante la 
figura del Juicio Político cuando la acusación al Presidente o los altos funciona-
rios señalados en el artículo 99 de la Constitución se refiere a las faltas políticas o 
infracciones constitucionales cometidas en el ejercicio de las funciones, sin nece-
sidad de que estas constituyan un delito. Su finalidad es retirar del cargo a quien 
lo ejerce inadecuadamente o sancionar políticamente a quien incurrió en estas 
infracciones cuando lo ejerció. En estos casos, la aprobación de la acusación no 
supondrá el ulterior sometimiento del acusado a un proceso penal ante la Corte 
Suprema, pero si habilita al Congreso para aplicarle directamente las sanciones 
políticas de destitución del cargo o inhabilitación para el desempeño de toda 
función pública hasta por diez años. El TC ha establecido que estas sanciones 
tendrán que ser aprobadas con el voto favorable de dos tercios del número legal 
de congresistas (excluidos los miembros de la Comisión Permanente) aplicando la 
misma mayoría calificada que la Constitución exige para que el Congreso pueda 
remover del cargo, por falta grave, al Defensor del Pueblo o a los integrantes del 
Consejo Nacional de la Magistratura. 

El TC aprovechó este caso para pronunciarse también en su sentencia respecto 
al número de votos requeridos para que el Congreso pueda declarar la vacancia 
de la Presidencia de la República por la causal de permanente incapacidad moral 
(artículo 113, inciso 2), votación tampoco consignada en la Constitución ni en 
la versión entonces vigente del Reglamento del Congreso. En este sentido, el TC 
estableció la necesidad de que esta medida cuente también con el voto favorable 
de dos tercios del número legal de congresistas. Cabe indicar que las mayorías 
calificadas estipuladas por el TC en la referida sentencia, ya han sido incorporadas 
expresamente al Reglamento del Congreso.

Esta sentencia del Tribunal Constitucional ha sido objeto de severo cuestionamien-
to por parte de algunos destacados constitucionalistas nacionales, como el profesor 
Domingo García Belaunde. Señala el gran maestro peruano que en la doctrina 
constitucional latinoamericana, la institución del impeachment ha sido conocida  
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mayormente como Juicio Político, aunque se ha utilizado indistintamente las 
denominaciones Juicio Político, Antejuicio Político o Acusación Constitucional, 
sin que ello implique el reconocimiento de diferencias entre estas. Igualmente se 
cuestiona que la sentencia del TC, mediante una interpretación, haya «creado» y 
distinguido la existencia de dos instituciones diferentes, el Antejuicio y el Juicio 
Político, a pesar que ello no está previsto en el texto de la Constitución ni en nues-
tra tradición constitucional. Asimismo se cuestiona que el TC haya diferenciado 
procedimientos para ambas instituciones, y la exigencia de distintas mayorías ca-
lificadas para aprobar la acusación en cada caso, a pesar que ello no aparece ni en 
la Constitución ni existía originalmente en el Reglamento del Congreso.

Considero que con esta sentencia el Tribunal Constitucional ciertamente ha rea-
lizado una interpretación bastante extensa y creativa, con la intención explícita 
de «llenar vacíos» en aspectos importantes de la institución del Antejuicio o Jui-
cio Político, apreciados en la regulación deficiente que actualmente les brinda 
la Constitución de 1993 en su artículo 100 y evidenciados en su aplicación en 
casos concretos. Creemos que, con ello, el TC ha buscado dar una interpretación 
previsora que racionalice el uso de la institución, especialmente en cuanto a la 
imposición de sanciones políticas por el Congreso, corrigiendo situaciones del 
pasado, como cuando se destituyó a tres magistrados del propio TC por la impu-
tación de una supuesta infracción constitucional, intentando evitar que se incurra 
en arbitrariedades políticas. Esta racionalización se consigue estipulando tanto el 
momento en que corresponde imponer la sanción, como la exigencia de mayorías 
calificadas en la votación parlamentaria requerida para la aprobación de la acusa-
ción y sanciones, aplicando para esta materia las mayorías calificadas exigidas en 
la Constitución y el Reglamento del Congreso para otras situaciones parecidas.

La sentencia del TC también ha permitido desnudar diversas deficiencias y as-
pectos inconvenientes existentes en el actual artículo 100 de la Constitución, que 
ameritan su revisión y reforma. Así, se cuestiona con fundamento que dicha nor-
ma constitucional impida al Ministerio Público efectuar una evaluación y califi-
cación autónoma de los delitos imputados al acusado por el Congreso, quedando 
obligado a reproducir sin alteraciones los términos de la acusación parlamentaria 
y a realizar la acusación penal, aun cuando el Fiscal pudiera discrepar de la tipifi-
cación efectuada por el parlamento o de la existencia de conductas punibles. 

Para el TC, la tradicional denominación de Antejuicio Político alude a que el 
Congreso, un órgano político, efectúa la calificación previa de la acusación y de-
termina si aprueba o no el ulterior sometimiento a juicio del acusado. En cambio, 
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en el Juicio Político es el propio Congreso quien puede imponer al acusado las 
sanciones políticas de destitución del cargo o la inhabilitación para el desempe-
ño de toda función o cargo público. Considero que es evidente que la Carta de 
1993, en su artículo 100, introdujo (con una formulación ciertamente defectuo-
sa) una innovación relevante en nuestro tradicional Antejuicio, al incorporar la 
posibilidad de aplicación de sanciones políticas por el Congreso, anteriormente 
inexistentes en nuestra experiencia constitucional aunque comunes al Juicio Po-
lítico contemplado en otros ordenamientos constitucionales latinoamericanos. A 
partir de la forma en que se empezaba a utilizar dicha institución y de los riesgos 
políticos que conllevaba su deficiente regulación, encuentro que la interpretación 
establecida por el Tribunal Constitucional, si bien va bastante más allá de lo que 
«dice» la norma constitucional e incluso introduce aspectos y distingos que el tex-
to de esta «no dice», cumple un positivo papel previsor y racionalizador que busca 
moderar su uso y someter la aplicación de sanciones políticas a la verificación 
judicial previa de responsabilidad penal, cuando se imputa la comisión de delitos 
en el ejercicio de la función, o el logro de altas votaciones calificadas que expresen 
un significativo grado de consenso en el Congreso, cuando se impondrán sancio-
nes políticas por infracciones constitucionales que no constituyen delitos ni serán 
juzgadas por los tribunales.

No comparto las aseveraciones que realiza, en algún momento, la sentencia del 
TC respecto a que en este «“nuevo” Juicio Político» también se pueden imponer 
sanciones por la conducta política del acusado. Nuestra Constitución es bastante 
clara, y lo han sido todas las constituciones precedentes, en el sentido de que los 
únicos supuestos que habilitan la formulación de una acusación constitucional (se 
le llame Antejuicio o Juicio Político) son la imputación de delitos o infracciones 
constitucionales cometidas en el ejercicio de la función o cargo. En el Perú resulta 
improcedente acudir al Juicio Político para pretender imponer sanciones al Pre-
sidente o altos funcionarios por sus actos o conductas meramente políticas; salvo 
cuando ellas conllevan, a su vez, la comisión de un delito o de una infracción de 
la Constitución, perpetrados con motivo del ejercicio del cargo o la función. 

Tampoco comparto la propuesta de que para que las infracciones constitucio-
nales puedan ser sancionadas, en el marco de un procedimiento de acusación 
constitucional, se requiere previamente que estas sean tipificadas y se señale la 
sanción que les corresponde a cada una. Considero que ello supone una confu-
sión, pues pretende dar a las infracciones constitucionales un tratamiento similar 
o equiparable al que corresponde a las conductas tipificadas penalmente como 
delitos, que se originan en la imputación de delitos cometidos en el ejercicio de 
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la función o el cargo. En realidad, la infracción constitucional se produce cuando 
el alto funcionario viola o trasgrede cualquier precepto o mandato contenido 
en la Constitución. En algunos casos, tal conducta puede también encontrarse 
contemplada y tipificada como delito en el Código Penal, lo que hará aplicable el 
supuesto de delito cometido en el ejercicio de la función. En cambio, el supuesto 
de la imputación de una infracción constitucional es totalmente distinto, pues 
obedece a que tal conducta arbitraria e indebida, que vulnera la Constitución, 
no está tipificada como delito, por lo que la acusación y la eventual sanción no 
responden a una finalidad penal sino política. 

Por ello, tampoco considero que se requiere ni sea necesario establecer la san-
ción específica que corresponde a cada posible infracción constitucional, pues 
tal sanción, de tipo político, ya está prevista de manera genérica en la propia 
Constitución, no siendo otra que la destitución del cargo y la inhabilitación para 
el desempeño de la función pública hasta por diez años. Corresponderá al Con-
greso evaluar y graduar la sanción política que, dentro de dichos límites, resuelva 
imponer al alto funcionario contra quien se apruebe la acusación constitucional, 
atendiendo a la gravedad de la infracción y al caso concreto. 

Finalmente, es frecuente que se señale que los delitos susceptibles de acusación 
constitucional, contra el Presidente de la República o los altos funcionarios con 
derecho a Antejuicio, son los «delitos de función». Ello nos vincularía, de alguna 
manera, solo a aquellas conductas ilícitas tipificadas en el Título xviii del Código 
Penal, «Delitos contra la Administración Pública», más específicamente a su Ca-
pítulo ii, «Delitos cometidos por funcionarios públicos». Se trata de figuras como 
el abuso de autoridad, la concusión, el peculado y la corrupción. Ello supone una 
postura restrictiva que no comparto. Y es que no puede olvidarse que la Constitu-
ción, en su artículo 99, se refiere a la posibilidad de acusación constitucional por 
todo delito que se cometa en el ejercicio de las funciones públicas, lo que no es 
lo mismo y resulta mucho más amplio. De modo que si el alto funcionario, en el 
ejercicio de la función o cargo, incurre en otras conductas tipificadas penalmente 
como delitos, con motivo del desempeño de su función (como violaciones a de-
terminados derechos constitucionales, por ejemplo), también estas serán suscep-
tibles de acusación constitucional. 
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Anexo

Artículo 89.– Mediante el procedimiento de acusación constitucional se realiza el Antejuicio Políti-
co de los altos funcionarios del Estado comprendidos en el artículo 99 de la Constitución Política.
El procedimiento de acusación constitucional se desarrolla observando las siguientes reglas:

a)	Los Congresistas, el Fiscal de la Nación o cualquier persona que se considere directamente agra-
viada pueden presentar denuncia constitucional contra los altos funcionarios del Estado com-
prendidos dentro de los alcances del artículo 99 de la Constitución Política. 

	 La denuncia se presenta por escrito y debe contener: 
– 	Nombre del denunciante y domicilio procesal, de ser el caso.
– 	Fundamentos de hecho y de derecho.
– 	Documentos que la sustenten o, en su defecto, la indicación del lugar donde dichos documentos 

se encuentren.
– 	Fecha de presentación.
– 	Firma del denunciante o denunciantes.
– 	Copia simple del documento oficial de identificación del denunciante, en caso de que la denun-

cia no provenga de Congresista o del Fiscal de la Nación.
b)	Las denuncias presentadas son derivadas inmediatamente a la Subcomisión de Acusaciones Cons-

titucionales para su calificación.
c)	La Subcomisión de Acusaciones Constitucionales es el órgano encargado de calificar la admisibi-

lidad y procedencia de las denuncias constitucionales presentadas, así como de realizar la investi-
gación en los procesos de acusación constitucional, emitiendo el informe final correspondiente. 
Está integrada por diez (10) Congresistas, entre ellos su Presidente, designados por la Comisión 
Permanente.

	 La calificación sobre la admisibilidad y/o procedencia de las denuncias, se realizará en un plazo 
máximo de diez (10) días hábiles, conforme a los siguientes criterios: 

–	 Que hayan sido formuladas por persona capaz, por sí o mediante representante debidamente 
acreditado.

–	 Que la persona que formula la denuncia sea agraviada por los hechos o conductas que se denuncian.
–	 Que se refieran a hechos que constituyan infracción de la Constitución y/o delitos de función 

previstos en la legislación penal.
–	 Que cumpla con los requisitos señalados en el segundo párrafo del literal a) precedente.
–	 Si a la persona denunciada le corresponde o no la prerrogativa funcional del Antejuicio, o si esta 

se encuentra o no vigente.
–	 Si el delito denunciado no ha prescrito.
	 Las denuncias que son calificadas improcedentes se remitirán al archivo. Las que son declaradas 

inadmisibles serán notificadas al denunciante para que en el plazo no mayor de tres (03) días 
hábiles subsane las omisiones a que hubiere lugar. Si en dicho plazo, el denunciante no llega a 
subsanar las referidas omisiones, la denuncia se enviará al archivo, dejando a salvo su derecho.

	 Las denuncias constitucionales por delitos de acción privada son declaradas inadmisibles de plano.
	 Los informes que contengan la calificación positiva de admisibilidad y procedencia de una de-

nuncia constitucional, deberán indicar además, si es que así lo estima pertinente, sobre la posibi-
lidad de acumulación con alguna denuncia que se encuentre en estado de investigación. 

	 Los Congresistas que integran la Subcomisión de Acusaciones Constitucionales están impedidos 
de presentar denuncias constitucionales.

d)	La Subcomisión de Acusaciones Constitucionales presentará su informe de calificación a la Presi-
dencia de la Comisión Permanente. Esta aprobará, sobre la base del informe de calificación y con la 
mayoría de sus miembros presentes, el plazo dentro del cual la Subcomisión de Acusaciones Cons-
titucionales realizará la investigación y presentará su informe, el cual no podrá ser mayor de quince 
(15) días hábiles, prorrogable por el término que disponga la Comisión Permanente por una sola vez. 
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Excepcionalmente, se podrá fijar un plazo mayor cuando el proceso a investigarse sea susceptible de 
acumulación con otra u otras denuncias constitucionales. 

	 El plazo antes referido se computa a partir del día siguiente de la sesión en la que el pleno de la 
Subcomisión de Acusaciones Constitucionales toma conocimiento de la notificación del plazo 
acordado por la Comisión Permanente.

	 La Subcomisión de Acusaciones Constitucionales realiza su función conforme al siguiente proce-
dimiento:

	 d.1 La denuncia es notificada al denunciado por el Presidente de la Subcomisión dentro de los 
tres (03) días hábiles siguientes a la toma de conocimiento, por parte del pleno de la Subcomisión 
de Acusaciones Constitucionales, del plazo aprobado para realizar su investigación. A la notifi-
cación se adjuntan los anexos correspondientes y se otorga al denunciado un plazo de cinco (05) 
días hábiles para formular su descargo por escrito y presentar u ofrecer los medios indiciarios y/o 
probatorios que considere necesarios.

	 En caso de que el denunciado no tenga domicilio conocido o se encuentre fuera del país, se le 
notifica, adjuntando un breve resumen de la denuncia a través del Diario Oficial El Peruano, en 
su Página Web y en el Portal del Congreso. 

	 Si el denunciado no formula su descargo dentro del plazo previsto, se tiene por absuelto el trámite 
y de existir pruebas o indicios suficientes que hagan presumir la comisión de un delito o una in-
fracción constitucional, la Subcomisión podrá emitir el informe final o parcial correspondiente. 
En este caso se continuará la investigación respecto a los extremos que no sean materia del informe 
parcial.

	 d.2 Para el proceso de investigación, la Subcomisión podrá delegar en uno de sus integrantes la 
realización, en un plazo no mayor de cinco (05) días hábiles, posteriores al acto de delegación, los 
siguientes actos procesales:

	 – La determinación de los hechos materia de la investigación.
	 – La evaluación sobre la pertinencia de las pruebas y/o indicios y la recomendación para la actua-

ción de otros medios probatorios que sean necesarios.
	 Una vez determinados los hechos que son materia de la investigación y las pruebas e indicios que 

se han de actuar, el Congresista delegado dará cuenta por escrito a la Presidencia de la Subcomisión 
sobre estos actos, en mérito de lo cual se convocará, en un plazo no mayor de cinco (05) días hábiles, 
a sesión para realizar la respectiva audiencia y notificará al denunciante, denunciado, los testigos y 
peritos.

	 d.3 En la fecha y hora establecidas se realizará la audiencia con la asistencia obligatoria de todos 
los miembros de la Subcomisión, salvo las licencias previamente autorizadas. La inasistencia del 
denunciado a la audiencia no será impedimento para continuar con las actuaciones.

	 En el caso de que la denuncia provenga del Fiscal de la Nación, este podrá designar a un fiscal 
para que intervenga en la audiencia.

	 d.4 La audiencia se desarrolla de la siguiente forma:
	 – Es pública, en los casos en que la denuncia verse sobre infracción a la Constitución Política. Es 

reservada, en los casos en que la investigación verse sobre presuntos delitos, salvo que los denun-
ciados manifiesten su conformidad con la publicidad de la misma.

	 – El Presidente de la Subcomisión da inicio a la audiencia, dejando constancia de la presencia de 
los demás miembros de la Subcomisión y de las inasistencias por licencias.

	 – Seguidamente, el Presidente de la Subcomisión concede el uso de la palabra a los denunciantes, 
a fin de que expongan su denuncia; a continuación, otorga el uso de la palabra a los denunciados 
para que expongan sus correspondientes descargos.

	 – Seguidamente, se procede a recibir las declaraciones testimoniales que hayan sido determinadas 
por el Congresista al que se le delegó esta función.

	 – El Presidente concederá el uso de la palabra a los miembros de la Subcomisión para que formu-
len sus preguntas a los testigos y posteriormente hará las propias.

	 – A continuación, se procede a escuchar a los peritos que hayan presentado informe y se formu-
larán las preguntas pertinentes.



Francisco José Eguiguren. Antejuicio y Juicio Político en el Perú 161

	 – El denunciante o el denunciado puede solicitar una réplica al Presidente de la Subcomisión, en 
cuyo caso el contrario tiene derecho a una dúplica.

	 – En todo momento las partes se dirigirán al Presidente de la Subcomisión, no estando permitido 
el debate directo entre las mismas.

	 – La audiencia finaliza con las preguntas que formulen los miembros de la Subcomisión, al de-
nunciado y al denunciante.

	 d.5 Concluida la audiencia y actuadas todas las pruebas, el Presidente encargará al Congresista 
que se delegó la determinación de los hechos materia de la investigación y la pertinencia de las 
pruebas, la elaboración de un informe para que lo presente, a más tardar, dentro de los cinco (05) 
días hábiles posteriores a la audiencia, el cual será debatido y aprobado, o rechazado, en la sesión 
que para el efecto convoque el Presidente de la Subcomisión. Es obligatoria la presencia de todos 
los miembros de la Subcomisión, salvo que se trate de licencias autorizadas.

	 d.6 El informe final puede concluir con la acusación del investigado o el archivamiento de la de-
nuncia, y debe ser remitido a la Comisión Permanente, conforme con lo establecido en el literal 
g) del presente artículo. No es admisible otro tipo de conclusiones y/o recomendaciones.

	 d.7 Durante todo el proceso de investigación a que hace referencia este inciso, los miembros de la 
Subcomisión de Acusaciones Constitucionales gozan de licencia de pleno derecho en los órganos 
del Congreso a los que estén obligados a asistir. En lo posible, la Subcomisión evitará sesionar a 
la misma hora que lo haga el Pleno del Congreso.

e)	Recibido el informe, el Presidente de la Comisión Permanente ordena su distribución entre los 
miembros y convoca a sesión de la misma, la que no se realiza antes de los dos (02) días útiles 
siguientes. En casos excepcionales dicha sesión puede coincidir con el día en que sesiona el Pleno 
del Congreso. 

f )	Si el informe propone el archivamiento o la improcedencia de la denuncia constitucional se vota 
previo debate. En ambos casos el expediente de la denuncia constitucional se remite al archivo. 
Si por el contrario propone la acusación ante el Pleno del Congreso, se debatirá el informe y se 
votará, pronunciándose por la acusación o no ante el Pleno.

	 Cuando son varias las personas comprendidas en la investigación, la votación se efectúa en forma 
separada por cada uno de los denunciados.

g)	Si el informe que propone la acusación es aprobado, la Comisión Permanente nombra una Sub-
comisión Acusadora integrada por uno o más miembros de la Subcomisión de Acusaciones Cons-
titucionales, propuestos por su Presidente al momento de presentar el informe final, a efecto de 
que sustente el informe y formule acusación en su nombre ante el Pleno del Congreso.

h)	Aprobada la acusación por la Comisión Permanente, el Consejo Directivo decide la fecha y hora, 
así como las reglas a ser aplicadas para el debate de la acusación constitucional, otorgándole prio-
ridad en la agenda de la sesión correspondiente.

i)	Luego de la sustentación del informe y la formulación de la acusación constitucional por la Sub-
comisión Acusadora y el debate, el Pleno del Congreso vota, pronunciándose en el sentido de si 
hay o no lugar a la formación de causa a consecuencia de la acusación. En el primer caso, queda 
el acusado en suspenso en el ejercicio de sus derechos sujeto a juicio según ley. En el segundo caso, 
el expediente se archiva.

	 El acuerdo aprobatorio de una acusación constitucional, por la presunta comisión de delitos en 
ejercicio de sus funciones, requiere la votación favorable de la mitad más uno del número de 
miembros del Congreso, sin participación de la Comisión Permanente.

	 El acuerdo aprobatorio de sanción de suspensión, inhabilitación o destitución por infracción 
constitucional, en un Juicio Político previsto en el primer párrafo del artículo 100 de la Consti-
tución, se adopta con la votación favorable de los 2/3 del número de miembros del Congreso, sin 
participación de la Comisión Permanente, siguiendo el principio de razonabilidad señalado por 
la Comisión de Constitución y Reglamento en su Informe presentado el 27 de enero del 2004 y 
aprobado por el Pleno del Congreso el 28 de enero del mismo año. En este caso, la aplicación de 
la sanción impuesta por el Congreso es inmediata.
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	 Si un Congresista solicitara, como consecuencia de la pluralidad de denunciados, que una acusa-
ción sea votada por separado, el Presidente accederá a su petición, sin debate.

	 Los acuerdos del Pleno, que ponen fin al procedimiento, sobre acusación constitucional o Juicio 
Político, deben constar en Resolución del Congreso. 

	 (Inciso modificado. Resolución Legislativa del Congreso 030-2003-CR, publicada el 4 de junio 
de 2004)

j)	El expediente con la acusación constitucional es enviado al Fiscal de la Nación, quien procederá 
conforme a sus atribuciones y a lo que dispone la Constitución. 

k)	Durante las diferentes etapas del procedimiento de acusación constitucional, el denunciado pue-
de ser asistido o representado por abogado. El debate de la acusación constitucional ante el Pleno 
no se suspenderá por la inasistencia injustificada, calificada por la Mesa Directiva, del acusado 
o su defensor. En esta eventualidad y previa verificación de los actos procesales que acrediten la 
debida notificación al acusado y su defensor, se debatirá y votará la acusación constitucional.

l)	 En cualquier momento, desde el plazo señalado en el inciso d) del presente artículo, durante los 
procedimientos de acusación constitucional respecto a los funcionarios comprendidos en el pri-
mer párrafo del artículo 93 de la Constitución, la Comisión Permanente o el Pleno del Congreso, 
según corresponda, pueden solicitar al Vocal Titular menos antiguo de la Sala Penal de la Corte 
Suprema de Justicia de la República, se impongan, cesen o modifiquen las medidas limitativas de 
derechos establecidas en el artículo 2 de la Ley 27379, con excepción de las previstas en su inciso 
1) y el impedimento de salir de la localidad en donde domicilie o del lugar que se le fije estable-
cido en su inciso 2), así como las contempladas en el artículo 143° del Código Procesal Penal.

m) Las denuncias declaradas improcedentes o que tengan informe de archivamiento y que pongan 
fin al procedimiento de acusación constitucional, en cualquiera de sus etapas, no pueden volver 
a interponerse hasta el siguiente periodo anual de sesiones, requiriendo la presentación de nueva 
prueba que sustente la denuncia. En caso contrario son rechazadas de plano.

n)	En caso de existir nueva denuncia que tenga relación con una que es materia de investigación, la 
Comisión Permanente, al momento de notificar a la Subcomisión de Acusaciones Constitucio-
nales sobre el plazo de la investigación, le comunicará —sobre la base de su informe de califica-
ción— del acuerdo aprobatorio de acumulación, en cuyo caso la Comisión Permanente podrá 
prorrogar el plazo de investigación conforme con lo dispuesto en la parte final del primer párrafo 
del literal d) del presente artículo.

(Artículo modificado. Resolución Legislativa del Congreso 014-2000-CR, publicada el 18 de enero 
de 2001 / Artículo modificado. Resolución Legislativa del Congreso 015-2003-CR, publicada el 
15 de noviembre de 2003).




